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[bookmark: _Toc359001061]Presentación
En diciembre de 2005, el Banco Interamericano de Desarrollo y el Gobierno de Bolivia suscribieron el Contrato de Préstamo 1701/SF-BO (proyecto BO-L1005) para apoyar el Programa Sectorial de Apoyo a la Eficiencia de la Gestión Pública. La operación se planteó como Préstamo Basado en Políticas (PBP), programático, que se integraría por tres operaciones independientes de tramo único. La primera operación, por US$15millones, se desembolsó el 20 de diciembre de 2005.
El Programa se orienta a apoyar reformas de política en cuatro áreas específicas: (1) Integralidad y calidad del proceso presupuestario; (2) Integración de sistemas de gestión fiscal en la Administración Central y los Gobiernos Subnacionales[footnoteRef:1]; (3) Mejora de la ejecución y eficiencia del gasto público[footnoteRef:2]; y (4) Medidas de incremento de la transparencia y combate a la corrupción. Asimismo, se pone énfasis en la estabilidad macroeconómica y en un marco de políticas consistente con los objetivos del Programa. [1:  La primera operación focalizó esta área de política en el sistema de administración financiera. La tercera operación amplía la visión a sistemas de gestión fiscal. ]  [2:  Las dos primeras operaciones se focalizaron en el control del gasto público. El cambio sustancial en la situación de las finanzas públicas bolivianas luego de 2006, determinaron que en la tercera operación esta área de política se orientara no sólo al control sino a la mejora en la ejecución y eficiencia del gasto público.] 

La opción por la modalidad de un PBP programático tomó en cuenta el momento de transición institucional que atravesaba Bolivia a fines de 2005. De esta forma, la modalidad seleccionada permitía la flexibilidad necesaria para adaptarse a los cambios institucionales y mantener la utilidad y relevancia como herramienta de apoyo a la gestión gubernamental.
La segunda operación (Contrato de Préstamo 2317/BL-BO; proyecto BO-L1010), por US$30 millones, fue aprobada y desembolsada en 2010. La misma promovió la actualización del Programa y su alineación con las prioridades de reforma en la agenda del Gobierno del Estado Plurinacional de Bolivia, manteniendo los objetivos y la estructura aprobados para la serie programática.
En noviembre de 2012, el Gobierno de Bolivia expresó su interés en llevar adelante la tercera de las operaciones del ciclo programático. Atento a ello, se decidió la actualización del diagnóstico realizado en oportunidad del segundo préstamo. 
El presente documento se inscribe en el marco de las actividades de preparación de la tercera operación (proyecto BO-L1081) y consiste en la actualización de dicho diagnóstico. El mismo procura identificar avances y desafíos en las áreas de política antes mencionadas, a partir de los cuales definir posibles metas para el tercer préstamo. El documento se estructura en cuatro secciones, en la primera se sintetizan los antecedentes de la serie programática; en la segunda sección se describe el contexto institucional en el que se desenvolvió la misma; la tercera sección examina las cuatro áreas de política, identificando logros alcanzados y retos hacia adelante; y la cuarta sección ofrece conclusiones.
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[bookmark: _Toc359001063]Resumen Ejecutivo
En diciembre de 2005, el Banco Interamericano de Desarrollo y el Gobierno de Bolivia suscribieron el Contrato de Préstamo 1701/SF-BO (proyecto BO-L1005) para financiar el Programa Sectorial de Apoyo a la Eficiencia de la Gestión Pública. La operación se planteó como Préstamo Basado en Políticas (PBP), programático, que se integraría por tres operaciones independientes de tramo único.
El Programa se orienta a apoyar reformas en cuatro áreas de política: (1) Integralidad y calidad del proceso presupuestario; (2) Integración de sistemas de gestión fiscal en la Administración Central (AC) y los Gobiernos Subnacionales (GSN); (3) Mejora en la ejecución y eficiencia del gasto público; y (4) Medidas de incremento de la transparencia y combate a la corrupción. Asimismo, se considera la necesidad de que se mantenga la estabilidad macroeconómica, con un marco de políticas apropiado y consistente con los objetivos del Programa[footnoteRef:3]. [3:  El Programa no prevé medidas específicas en este sentido. El Banco analizó este componente mediante Evaluaciones Macroeconómicas Independientes (IMA por sus siglas en inglés).] 

La opción por la modalidad de un PBP programático tomó en cuenta el momento de transición institucional que atravesaba Bolivia a fines de 2005. De esta forma, la modalidad seleccionada permitía la flexibilidad necesaria para adaptarse a los cambios institucionales y mantener la utilidad y relevancia como herramienta de apoyo a la gestión gubernamental.
La primera operación, por US$15millones, se desembolsó el 20 de diciembre de 2005. La segunda operación, por US$30 millones, fue aprobada y desembolsada en 2010. La misma promovió la actualización del Programa y su alineación con las prioridades de reforma en la agenda del Gobierno del Estado Plurinacional de Bolivia, manteniendo los objetivos y la estructura aprobados para la serie programática.
En noviembre de 2012, el Gobierno de Bolivia expresó su interés en llevar adelante la tercera de las operaciones del ciclo programático. El presente documento se desarrolla como parte de las actividades de preparación del tercer préstamo y consiste en la actualización del diagnóstico. El informe procura identificar la situación actual, logros y desafíos con foco en las cuatro áreas de política antes nombradas. Con esta actividad se busca brindar insumos para identificar posibles metas para la última operación de la serie programática.
El abordaje de las cuestiones vinculadas a la profundización de las mejoras en la gestión de las finanzas públicas, debe realizarse en el contexto que proporciona la nueva Constitución Política del Estado (CPE) y las normas dictadas a partir de su mandato, tales como la Ley Marco de Autonomías y Descentralización (LMAD) y las sucesivas Leyes Financiales[footnoteRef:4], las que a partir de 2010 comenzaron actualizar el marco normativo presupuestario. La vigencia del nuevo marco legal implica un cambio en la relación Estado-Sociedad, en la concepción del Estado y en su estructura y en las responsabilidades y competencias de los distintos niveles de gobierno, todo lo cual impacta en la gestión de las finanzas públicas. [4:  Leyes anuales de presupuesto.] 

El análisis de la situación actual y avances realizados hasta el presente, que se desarrolla en el cuerpo del informe, permitió identificar las líneas de actuación para el tercer préstamo que se sintetizan a continuación. Las mismas y sus fundamentos se explicitan en las páginas que siguen. En cuanto a la integralidad y calidad del proceso presupuestario, a modo de síntesis se identifica la focalización en medidas de política relativas a: (i) avance en la integración del ciclo presupuestario; y al (ii) fortalecimiento del herramental aplicado, impulsando la utilización del presupuesto plurianual y del marco macro-fiscal, entre otros.
En lo atinente al sistema de administración financiera, el Gobierno boliviano se inclina por un abordaje de perspectiva más amplia, que apunta a una integración de sistemas de gestión fiscal. En esta materia, cabría considerar avanzar en el desarrollo e implantación del nuevo sistema, Sistema de Gestión Pública, con el cual en el corto plazo se conectarán organismos que a la fecha no disponen del Sistema Integrado de Gestión y Modernización Administrativa (SIGMA) y que, en el mediano plazo, sustituirá al SIGMA en todos los niveles de gobierno, incluida la AC.
En orden a sostener la solvencia fiscal, el Ministerio de Economía de Finanzas Públicas (MEFP) continúa procurando mantener un adecuado control del gasto y del endeudamiento subnacional, pero a la vez se considera clave mejorar la ejecución del gasto y la eficiencia en el uso de los recursos públicos. De tal manera, para la tercera operación cabría considerar medidas que: (i) se orienten a hacer disponible información gerencial oportuna y confiable para la toma de decisiones, tanto del Gobierno Central (GC) como de las entidades territoriales y empresas públicas; (ii) continúen fortaleciendo el seguimiento, análisis y evaluación de los principales componentes del gasto; y (iii) mejoren la ejecución de los procesos de compras públicas.
En cuanto a transparencia y combate a la corrupción, se encuentra en ejecución el Programa de Transparencia, en cuyo marco los entes públicos deben rendir cuentas de su gestión, en audiencia pública. Cabría entonces continuar apoyando esta política, de modo que la modalidad de rendiciones de cuenta se expanda, profundice y consolide, alcanzando no solamente a la AC, sino también a los demás niveles de gobierno, es decir, incorporar a esta política a gobiernos departamentales y municipales y a entidades descentralizadas y desconcentradas. Adicionalmente, sería de importancia avanzar en el completamiento del marco normativo, en particular, mediante la ley que regule los mecanismos para canalizar el control social. Finalmente y como necesario complemento del proceso de mejora de las compras públicas, cabe también avanzar en la política de facilitar a la ciudadanía el acceso a la información, publicando de manera electrónica y accesible al público, el Catálogo de Proveedores a nivel nacional.
 

1. [bookmark: _Toc359001064]Antecedentes
Hasta los primeros años del Siglo XXI y durante décadas, Bolivia implementó reformas para el mejoramiento de la gestión pública, económica e institucional, las que, sin embargo tuvieron resultados pocos significativos en términos de reducción de la pobreza y la desigualdad[footnoteRef:5]. [5:  Aspecto que es señalado por la estrategia del Banco 2008-2010.] 

Lo afirmado quedaba reflejado en datos para 2005, los que mostraban que casi el 61% de la población aún vivía en condiciones de pobreza. Ese valor resultaba más elevado, ascendiendo casi al 80%, en el caso de la población rural. A la vez, la situación de extrema pobreza afectaba al 38% de la población a nivel nacional y a más del 60% de la población rural, con la población indígena como el segmento poblacional más afectado por la pobreza y la exclusión. De tal manera, en 2005, el coeficiente de Gini en Bolivia era de 0,60 y situaba al país entre los países más desiguales de América Latina.
En el plano institucional, para 2005, el sistema de gobernabilidad conocido como democracia pactada se había debilitado hasta colapsar, sobre todo producto del distanciamiento entre los partidos políticos, la sociedad civil y los movimientos sociales[footnoteRef:6]. [6:  Esta situación institucional es puntualizada en el diagnóstico del proyecto BO-L1005.] 

La elección del Presidente Evo Morales, en diciembre de 2005, implicó un punto de inflexión en la concepción de las relaciones entre el Estado y la sociedad, así como la consolidación y surgimiento de nuevos actores políticos y sociales en el país. Los retos que poblaban la agenda política, económica y social de la nueva Administración eran de gran magnitud. En efecto, el Gobierno del Presidente Morales se proponía lograr la inclusión social y política de vastos sectores de la población, hasta ese momento, postergados, así como reconocer y dar visibilidad a la diversidad étnica del país.
La Administración del Presidente Morales, desde su inicio, marcó la diferencia de su programa de gobierno con las experiencias anteriores. En el mismo, se destaca la inclusión de los sectores indígenas originarios y una mayor intervención estatal en la economía, particularmente en lo referido a la explotación y administración de los recursos naturales. Asimismo, se promovieron importantes cambios políticos, en particular, la aprobación de una nueva Constitución Política del Estado.
En los siete años transcurridos, la gestión exhibe resultados positivos. De hecho, Bolivia ha hecho progresos en la agenda económica y social y en cuanto a mejorar la capacidad administrativa y financiera gubernamental. En tal sentido, el país ha pasado de crónicos déficits del Sector Público no Financiero a presentar consistentemente superávits o resultados equilibrados. Además, se ha producido una reducción de los índices de pobreza moderada y extrema, tanto urbana como rural y nacional. Asimismo, se verifican importantes mejoras en la administración de las finanzas públicas. No obstante ello, todavía se advierte la existencia de desafíos en la gestión presupuestaria y del gasto público, en especial, a nivel subnacional.
En este marco institucional, el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) ha venido apoyando al Gobierno boliviano con un conjunto de operaciones orientadas al mejoramiento de los distintos aspectos de la gestión pública. En materia de fortalecimiento de las finanzas públicas, corresponde mencionar al Programa de Apoyo a la Efectividad del Gasto Público, al que se refiere el presente documento.
El 7 de diciembre de 2005, el Banco y el Gobierno de Bolivia suscribieron el contrato de préstamo 1701/SF-BO (proyecto BO-L1005), Programa de Apoyo a la Eficiencia de la Gestión Pública[footnoteRef:7]. La Programa se planteó como tres operaciones independientes, bajo la modalidad de préstamos de apoyo de reformas de política, de tramo único, por un valor total de US$40 millones. Con respecto al primer préstamo, por US$15millones, el 20 de diciembre de 2005 el Banco consideró cumplidas las metas previstas en la Matriz de Políticas, pudiéndose proceder al desembolso. [7:  El nombre de la serie programática se ha ido ajustando de modo de reflejar de mejor manera la focalización de cada operación.] 

Con base en el diagnóstico relativo a la gestión pública boliviana, realizado en oportunidad de dicha operación, el Programa se orientó a apoyar mejoras en cuatro áreas específicas de política: 1. Integralidad y calidad del proceso presupuestario; 2. Integración de sistemas de administración financiera en la Administración Central (AC) y los Gobiernos Subnacionales (GSN); 3. Control del gasto público[footnoteRef:8]; y 4. Medidas de incremento de la transparencia y combate de la corrupción. Asimismo, se considera la necesidad de que se mantenga la estabilidad macroeconómica, con un marco de políticas apropiado y consistente con los objetivos del Programa, lo cual quedó receptado en el componente 1 de la operación[footnoteRef:9].La opción por la modalidad de un Programa Basado en Políticas (PBP) Programático tomó en cuenta el momento de transición que atravesaba el país. Ello era así, atento a los cambios fundamentales en la gestión pública que surgían del plan de gobierno de la nueva Administración, que daría inicio en los primeros días de 2006. De tal manera, la modalidad seleccionada permitía la flexibilidad necesaria para adaptarse a tales circunstancias y mantener su utilidad y relevancia como herramienta de apoyo a la gestión gubernamental. [8:  El tercer préstamo ha actualizado los nombres del segundo y tercer componente de la operación, lo cual se explicita en la sección 3 del presente informe.]  [9:  El Programa no prevé medidas específicas en este sentido. El Banco analizó este componente mediante sucesivas IMAs.] 

En agosto de 2009, el Gobierno del Estado Plurinacional de Bolivia (GBO) manifestó su interés en llevar adelante la segunda de las operaciones. La preparación del préstamo tuvo en cuenta los significativos cambios que se estaban produciendo en el contexto político, económico y fiscal del país, por lo cual, se actualizó el marco de referencia y la denominación del Programa, que pasó a llamarse Programa de Apoyo a la Efectividad de la Gestión Pública.
La segunda operación promovió la actualización del Programa y su alineación con las prioridades de reforma para la gestión pública en la agenda del GBO, manteniendo los objetivos y la estructura de áreas de políticas, aprobados para la serie programática. Así, se propuso profundizar reformas estructurales, contribuyendo a generar mayor solidez en la gestión de las cuentas públicas en el mediano plazo.
El segundo contrato de préstamo (2317/BL-BO; proyecto BO-L1010), por US$30millones, fue suscripto el 10 de agosto de 2010, produciéndose el desembolso en diciembre de 2010, una vez cumplidas las metas previstas en la Matriz de Políticas.
En noviembre de 2012, el GBO expresó su interés en llevar adelante la tercera de las operaciones del ciclo programático. Atento a ello, se previó realizar una actualización del diagnóstico para cuatro componentes de la operación, de modo de identificar los avances y desafíos actuales en relación a dichos componentes[footnoteRef:10].  Con tal propósito, se realizó una visita a La Paz, Bolivia, entre el 18 de febrero y 2 de marzo de 2013[footnoteRef:11], que coincidió parcialmente con la misión de análisis. La actividad se complementó con la participación en una misión especial, realizada entre el 02 y 10 de mayo del mismo año. El presente documento sintetiza la información recopilada durante el transcurso de dicha visita, la misión de análisis y la misión especial, así como la información proporcionada a posteriori por el GBO, como resultado del desarrollo de las misiones mencionadas.  [10:  El componente 1. Estabilidad Macroeconómica fue analizado de manera separada mediante una Evaluación Macroeconómica Independiente realizada por el Banco.]  [11:  Se desea agradecer la hospitalidad y colaboración recibida durante el desarrollo de la misma, por parte del Viceministerio de Presupuesto y Contabilidad Fiscal y funcionarios de dicha área; Viceministerio de Pensiones y Servicios Financieros; y Viceministerio de Tesoro y Crédito Público; funcionarios entrevistados; Especialistas Sectoriales y Representación del Banco, en Bolivia.] 

El presente informe se inscribe en el marco de la preparación de la tercera operación  del ciclo programático y se propone proveer insumos al equipo de proyecto para la elaboración de la Propuesta para el Desarrollo de la Operación (POD) y sus Anexos. El reporte se estructura como sigue, en la segunda sección se abordan los aspectos relativos al contexto normativo-institucional en que se desenvuelve la gestión de las finanzas públicas, en particular, en aquellas materias objeto del préstamo en preparación; en la tercera sección se analizan los avances, desafíos y posibles acciones y metas, que puedan contribuir a la consolidación de mejoras en la gestión de las finanzas públicas en las cuatro áreas programáticas. Finalmente, en la cuarta sección se ofrecen conclusiones y recomendaciones.

2. [bookmark: _Toc359001065]Contexto Normativo e Institucional
El abordaje de las cuestiones vinculadas a la profundización de las mejoras en la gestión de las finanzas públicas debe realizarse en el contexto que proporciona la nueva Constitución Política del Estado y las normas dictadas a partir de su mandato, tales como la Ley Marco de Autonomías y Descentralización y las sucesivas Leyes Financiales[footnoteRef:12], las que a partir de 2010 comenzaron a introducir modificaciones y actualizar el marco normativo presupuestario vigente. [12:  Nombre que se le da en Bolivia a la ley de presupuesto anual.] 

En octubre de 2007, la Asamblea Constituyente reunida en Oruro, aprobó la nueva Constitución Política del Estado. El nuevo marco normativo e institucional modifica de raíz las bases sobre las que se asienta el Estado boliviano.
A partir del dictado de la CPE, Bolivia atravesó un periodo de transición en el cual la visión y funcionamiento del Estado debían adecuarse a los nuevos mandatos constitucionales. Esta circunstancia ha implicado la generación de un nuevo cuerpo normativo para el funcionamiento del Estado, en sus distintos niveles, cuyo proceso formativo aún está en curso.

2.1 [bookmark: _Toc359001066]Nueva Constitución Política del Estado
La Nueva Constitución Política del Estado, fue sometida a plebiscito en 2008 y aceptada por el pueblo boliviano, entrando en vigencia en febrero de 2009. A partir de sus disposiciones queda explicitada normativamente la diversidad política, cultural y originaria de Bolivia. La CPE establece que Bolivia se constituye en un Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional Comunitario, libre, independiente, soberano, democrático, intercultural, descentralizado y con autonomías. Bolivia se funda en la pluralidad y el pluralismo político, económico, jurídico, cultural y lingüístico, dentro del proceso integrador del país. Asimismo, la CPE garantiza la libre determinación de los pueblos indígenas originarios campesinos, en el marco de la unidad del Estado[footnoteRef:13]. La libre determinación es entendida como su derecho a la autonomía, al autogobierno, a su cultura, al reconocimiento de sus instituciones y a la consolidación de sus entidades territoriales, conforme con la CPE y la ley. [13:  CPE. Artículos 1° a 3°.] 

Bolivia adopta la forma de gobierno democrática participativa, representativa y comunitaria. Asimismo, la CPE establece que el Estado asume y promueve como principio ético moral de la sociedad plural, entre otros, el suma qamaña (vivir bien)[footnoteRef:14].  [14:  CPE. Artículos 8°; 9° y 11.] 

En síntesis, el Estado boliviano es caracterizado como:
(i) comunitario;
(ii) plurinacional; y
(iii) con autonomías departamentales, regionales, municipales y de territorios indígenas originario campesinos.
Cabe señalar que el régimen autonómico de la nueva CPE incrementa las competencias de los niveles subnacionales de gobierno, con competencias exclusivas, concurrentes y compartidas. Además, se definen competencias exclusivas del Gobierno Central que, eventualmente, podrían ser delegadas a los gobiernos autonómicos[footnoteRef:15]. [15:  La CPE establece cuatro tipos de competencias: (i) privativas: que corresponden al estado central; (ii) exclusivas: en las cuales las potestades ejecutiva, reglamentaria y legislativa corresponden a un nivel territorial, pudiendo ser las dos primeras transferidas; (iii) concurrentes: en las cuales la legislación corresponde al nivel central y la ejecución y reglamentación se ejercen de modo simultáneo en ambos niveles; y (iv) compartidas: en virtud de las cuales la legislación básica emana del nivel central, quedando la legislación de desarrollo y las facultades de ejecución y reglamentación en manos del nivel subnacional.] 

La cuarta parte de la CPE se refiere a la estructura y organización económica del Estado[footnoteRef:16]. Sus rasgos fundamentales son la construcción del Estado de Bienestar Social, el desarrollo integral del país y la planificación de la actividad económica en manos del Estado. Es así que de conformidad con el mandato constitucional el Estado: [16:  CPE. Artículos 306 a 409.] 

(i) ejerce la dirección integral del desarrollo económico y sus procesos de planificación;
(ii) tiene capacidad de intervenir en toda la cadena productiva de los sectores estratégicos de la economía;
(iii) tiene el propósito de reducir las desigualdades regionales, a través de la producción, la distribución y la redistribución justa de la riqueza y de los excedentes económicos.

En consecuencia, se pasa de un Estado regulador, a un Estado que tiene un papel determinante y protagónico en la economía, ya que ahora regula y al mismo tiempo participa como un actor fundamental, ya que se convierte en el promotor del desarrollo económico y productivo. 
El Ministerio de Economía y Finanzas Públicas (MEFP) produjo un esquema descriptivo del modelo económico boliviano, de acuerdo con el mandato de la CPE.


[bookmark: _Toc357340701]Gráfico 1. Esquema del modelo económico boliviano
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Fuente: MEFP. The Bolivian Economic Performance and Investment Program. 2010-2015

2.2 [bookmark: _Toc359001067]Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010
En mayo de 2006, la Administración del Presidente Morales aprobó el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2006-2010, alrededor del cual el Gobierno de Bolivia orientó su accionar. El PND tenía una marcada orientación hacia la reducción de la pobreza y a promover la equidad y la inclusión. 
El PND contemplaba lineamientos de política orientados a mantener la estabilidad macroeconómica. Asimismo, se apoyaba en cuatro pilares fundamentales que proveían las guías para el accionar del Estado. Ellos eran: Bolivia Digna, Bolivia Democrática, Bolivia Productiva y Bolivia Soberana. 
Las acciones vinculadas al pilar Bolivia Digna se orientan a la erradicación de la pobreza y la inequidad, procurando establecer un patrón más equitativo de distribución del ingreso. El pilar Bolivia Democrática implica la construcción de una sociedad y un Estado plurinacional y socio-comunitario. El pilar Bolivia Productiva se orienta a la transformación productiva con un cambio integrado y a la diversificación de la matriz productiva, en procura de desarrollar complejos productivos integrales. Finalmente, el pilar Bolivia Soberana busca la constitución del Estado como actor internacional, soberano, con autodeterminación e identidad propia. Los cuatro pilares y los lineamientos macroeconómicos son elementos clave en la formación de los procesos de planificación y presupuestario en el nuevo marco institucional boliviano.
Al presente, el PND ha concluido su vigencia y hasta el momento no se ha aprobado un nuevo plan de desarrollo a nivel nacional, aunque se han ido produciendo planes de desarrollo sectoriales y a nivel subnacional.
Por otro lado y no obstante dicha circunstancia, como se verá en la sección 2.5, los pilares, lineamientos y estructura del PND constituyen la apoyatura de la estructura programática del Presupuesto General del Estado (PGE).

2.3 [bookmark: _Toc359001068]Agenda política, económica y social del GBO 2012-2025
Como se mencionó en la sección anterior, el PND concluyó su vigencia, encontrándose el GBO, al presente, elaborando un nuevo plan. No obstante, se ha dado a conocer la llamada Agenda Patriótica 2025, cuyo cumplimiento es uno de los cuatro lineamientos principales del Presupuesto 2013[footnoteRef:17]. [17:  El MEFP señala cuatro lineamientos clave del PGE 2013: (i) implementación de la Agenda Patriótica 2025; (ii) garantizar la estabilidad y sostenibilidad macroeconómica con contenido social y redistribución del ingreso; (iii) consolidación del Modelo Económico Social Comunitario y Productivo; y (iv) garantizar la continuidad de políticas sociales de redistribución de recursos mediante la entrega de bonos condicionados como el Juana Azurduy y el Juancito Pinto y la Renta Dignidad.] 

La mencionada Agenda incluye un conjunto de lineamientos de política con miras al Bicentenario de la Declaración de la Independencia de Bolivia, que se celebrará en 2025. Esta Agenda se apoya en los siguientes 13 pilares:

[bookmark: _Toc357340679]Tabla 1. Pilares de la Agenda Patriótica 2025
	Los 13 Pilares de la Agenda Patriótica 2025

	1. Erradicación de la pobreza extrema

	2. Socialización y universalización de los servicios básicos con soberanía para vivir bien

	3. Salud, educación y deporte para la formación del ser humano integral

	4. Soberanía científica y tecnológica con identidad propia

	5. Soberanía comunitaria financiera sin servilismo al capitalismo financiero

	6. Soberanía productiva con diversificación y desarrollo integral sin la dictadura del mercado capitalista

	7. Soberanía de los recursos naturales con nacionalización, industrialización y comercialización en armonía y equilibrio con la Madre Tierra

	8. Soberanía alimentaria a través de la construcción del saber alimentarse para vivir bien

	9. Soberanía ambiental con desarrollo integral, respetando los derechos de la Madre Tierra

	10. Integración complementaria de los pueblos con soberanía

	11. Soberanía y transparencia en la gestión pública bajo principios de no robar, no mentir y no ser flojo

	12. Disfrute y felicidad plena de Nuestras Fiestas, Nuestra Música, Nuestros Ríos, Nuestra Selva, Nuestras Montañas, Nuestros Nevados, Nuestro Aire Limpio y Nuestros Sueños

	13. Reencuentro soberano con Nuestra Alegría, Felicidad, Prosperidad y Nuestro Mar


En cada uno de los pilares la Agenda plantea un conjunto de objetivos de política pública, que abarca lo social, comunitario y ambiental, lo económico, las finanzas públicas, las relaciones exteriores y la gestión pública. Atento a su carácter de Agenda, la misma no incorpora medidas específicas, sino objetivos y metas clave que deben guiar la acción gubernamental en el periodo que media hasta el Bicentenario.

2.4 [bookmark: _Toc359001069] Descentralización fiscal y la Ley Marco de Autonomías y Descentralización
Desde la década de 1990, Bolivia avanzó en el proceso de descentralización administrativa y fiscal, el que se focalizó inicialmente en los municipios. En 1994, la Ley de Participación Popular transfirió a las jurisdicciones municipales competencias en materia de gasto público y tributos y estableció un régimen de coparticipación tributaria. Más adelante, en 1995, la Ley de Descentralización comenzó un proceso de desconcentración administrativa a nivel departamental.
La política de descentralización fiscal adquirió nuevas dimensiones con la aprobación de la CPE, que sienta las bases para un régimen de autonomías y descentralización, tanto a nivel municipal, como departamental, regional y originario-campesino (ver sección 2.1).
Estas modificaciones institucionales requirieron ser acompañadas por cambios en el marco legal, del que es un elemento clave la Ley Marco de Autonomías y Descentralización (LMAD) –Ley N° 031 del 19 de julio de 2010. 
Cabe resaltar que mediante la primera operación del PBP Programático, Programa de Apoyo a la Política Fiscal y su Descentralización (Contrato de Préstamo 2448/BL-BO. Proyecto BO-L1061), el Banco brindó apoyo mediante asistencia técnica y financiera a los esfuerzos del GBO para impulsar reformas estructurales en materia de descentralización fiscal. Así, en las metas del Componente II de dicha operación, se incluyó la presentación de la LMAD a la Asamblea Legislativa Plurinacional (ALP).
La LMAD tiene por objeto regular el régimen de autonomías y su ámbito de aplicación son los órganos del nivel central del Estado y las entidades territoriales autónomas.
La norma señala que el régimen de autonomías tiene como fin distribuir las funciones político-administrativas del Estado de manera equilibrada y sostenible en el territorio para la efectiva participación, la profundización de la democracia y la satisfacción de las necesidades colectivas y del desarrollo socioeconómico integral del país.
Cabe señalar que en su articulado[footnoteRef:18], la LMAD contempla, entre otros, los siguientes principios y lineamientos de política: (i) sostenibilidad financiera de la prestación de servicios públicos; (ii) autonomía económica financiera; y (iii) equidad con solidaridad entre todas las autonomías. Asimismo, la LMAD define la asignación de responsabilidades de gasto entre los distintos niveles de gobierno; otorga facultades para la administración tributaria a las entidades territoriales autónomas; reconoce el dominio tributario según nivel de gobierno; y establece mecanismos para la creación de nuevos tributos o modificación de los existentes. [18:  En particular, en el Título VI. Régimen Económico Financiero.] 

En lo que hace a la gestión presupuestaria, la misma queda sujeta a las normas de gestión pública y al uso del sistema oficial de información fiscal[footnoteRef:19]. Asimismo, el proceso presupuestario de las entidades territoriales autónomas está regido por la normativa emitida por el Gobierno Central. Entre otras medidas, se dispone que en la planificación, formulación y ejecución de su presupuesto institucional, las entidades territoriales autónomas garanticen la sostenibilidad financiera del ejercicio de sus competencias en el mediano y largo plazo, con los recursos consignados por la CPE y las leyes. [19:  Hasta 2011 el sistema oficial de administración financiera era el Sistema Integrado de Gestión y Modernización Administrativa (SIGMA), a partir de la Ley 211 del 23 de diciembre de 2011 el sistema oficial de gestión fiscal del Estado Plurinacional de Bolivia es el Sistema de Gestión Pública (SIGEP).] 

Asimismo, las entidades territoriales autónomas deben elaborar el presupuesto institucional considerando la integralidad y articulación de los procesos de planificación, programación, inversión y presupuesto, incorporando los mecanismos de participación y control social, en el marco de la transparencia fiscal y equidad de género.
Por otra parte, en cuanto a endeudamiento público interno o externo, las entidades territoriales autónomas deben justificar técnicamente las condiciones más ventajosas en términos de tasas, plazos y monto y demostrar capacidad de generar ingresos para cubrir capital e intereses. Además, sólo pueden contratar deuda pública externa si cuentan con la autorización de la ALP y la contratación de deuda pública interna debe ser autorizada por la instancia competente del Órgano Ejecutivo de nivel central del Estado. La autorización de endeudamiento interno no implica emisión de garantía  por parte de dicho nivel central.

2.5 [bookmark: _Toc359001070]Marco Legal para la Gestión Presupuestaria
Desde 1990, la gestión de las finanzas públicas en Bolivia ha estado regida por la Ley N° 1178 de Administración y Control Gubernamental (SAFCO), en tanto que en materia presupuestaria, la gestión se ha regido por la Ley N° 2042 de Administración Presupuestaria, del 21/12/1999.
Sin embargo los cambios producidos en la estructura y orientación del Estado Boliviano, determinaron la necesidad de ajustar el marco legal tanto en materia presupuestaria como de manera más general, con respecto a la gestión pública. De hecho, el Viceministerio de Presupuesto y Contabilidad Fiscal (VPCF) ha puntualizado que la Ley N° 2042 responde a un escenario, en materia de administración presupuestaria, sustancialmente diferente del actual. La presencia de Empresas Públicas, Universidades y Entidades Territoriales hace necesario un cuerpo normativo que se ajuste a las necesidades de desarrollo del sector público en la economía nacional. 
En dicho contexto, el GBO planteó la elaboración de una nueva ley marco de presupuesto o Ley de Gestión Presupuestaria como instrumento de política que buscara dar respuesta a la necesidad de actualización normativa. No obstante, el dictado de dicha norma depende de la previa aprobación de una nueva ley de gestión pública que reemplace a la Ley SAFCO. Al presente, el MEFP y el Ministerio de Planificación del Desarrollo (MPD) se encuentran trabajando en dicha normativa, la cual está en etapa de elaboración.
Por otra parte, la Administración boliviana entiende que el Sector Público requiere, en el presente, un marco normativo que sea capaz de adaptarse a los requerimientos que emanan de la propia dinámica de la gestión presupuestaria pública.
Así las cosas, el MEFP ha recurrido a las leyes de presupuesto anual o leyes financiales, para ir haciendo los ajustes normativos del caso. La Ley Financial, con su regularidad anual, asegura que el cuerpo normativo mantiene el grado de actualización y adecuación a las necesidades de actuación del Sector Público. 
En esta tesitura, desde 2010, las Leyes Financiales incorporan artículos referidos no solamente al presupuesto del año que se aprueba, sino normativa más abarcativa, tal como modificaciones tributarias, aduaneras, disposiciones relativas a crédito y deuda pública, entre otros aspectos vinculados a las finanzas públicas. En otras palabras, cada año la Ley Financial introduce ajustes normativos de fondo y, además, reincorpora artículos de leyes financiales anteriores, de manera de mantener su vigencia. Esquemáticamente, la estructuración de la Ley Financial del Presupuesto General del Estado, sería la siguiente:

[bookmark: _Toc357340702]Gráfico 2. Esquema conceptual de la Ley Financial
[image: ]
Fuente: MEFP. VMPCF. Ayuda Memoria–UGPPP/N°10/2013. 18/1/2013.

2.5.1 Ley de PGE 2013
De acuerdo con lo antedicho, en virtud de las diferencias sustantivas entre el contexto institucional y la situación económico-financiera de Bolivia actualmente, respecto de la existente a fines de la década de 1990 cuando se aprobó la Ley N° 2042, el GBO ha introducido modificaciones de importancia en la normativa presupuestaria vigente. Para ello, como se explicó, se ha recurrido entre otras modalidades, a la introducción de normas de carácter permanente en la Ley Financial. A continuación se sintetizan los cambios considerados de mayor importancia por parte de las autoridades presupuestarias, introducidos por la Ley N° 317, de Presupuesto General del Estado 2013.
Resultado Fiscal. El GBO apoya el principio que el déficit fiscal per-se no se considera desfavorable atendiendo a las cualidades del gasto orientada a programas de impacto territorial. En tal virtud, se liberó a las Entidades Territoriales y Universidades Públicas de la restricción de movimientos bajo y sobre la línea, por lo que pueden realizar modificaciones presupuestarias sin recurrir a la autorización del órgano ejecutivo, coadyuvando a agilizar la gestión de las autonomías territoriales.
Por otra parte, con respecto del resto de los niveles institucionales, se permite afectar el resultado fiscal previa autorización del MEFP y MPD cuando corresponda a gasto corriente o inversión, respectivamente.
Transferencias público-privadas. A fin de promover y estimular la actividad de desarrollo, seguridad alimentaria, reconversión productiva, educación, salud y vivienda, se autoriza a la Administración Pública a transferir recursos públicos en efectivo y/o en especie al sector privado. De esta forma, se busca garantizar la ejecución de programas como el Fondo de Desarrollo para Pueblos Indígenas, Originarios y Comunidades Campesinas, el Bono Juana Azurduy, concursos estudiantiles, académicos y científicos, etc.
Escalas salariales. La Ley N° 2042 colocaba la aprobación de la escala salarial para todos los niveles institucionales, en el MEFP y el Ministerio de Cabeza de Sector correspondiente. Las autoridades señalan que esta normativa burocratiza la gestión financiera en las Entidades Territoriales y Universidades Públicas al momento de incorporarse al PGE. Por tal motivo, en el marco del respeto a las autonomías, se flexibiliza el proceso de aprobación de las escalas salariales, el que queda en competencia de las Máximas Autoridades Ejecutivas (MAE) de estos niveles institucionales.
Recursos de saldos de caja y bancos y recursos adicionales. La incorporación en el Presupuesto institucional vigente de saldos no ejecutados y recursos excepcionales captados en gestiones anteriores por participación en tributos y regalías, requería autorización expresa por ley, con lo cual, este tipo de procesos tenía demoras sustanciales. La actual Ley Financial, en cambio, garantiza que este proceso se realice de forma ágil bajo la tutela del MEFP en la evaluación y el registro.
Proceso de contratación de proyectos de inversión pública. Una vez aprobado el PGE[footnoteRef:20], las entidades públicas se encuentran habilitadas para iniciar el proceso de contratación para proyectos de inversión pública a ser ejecutados en la gestión al cual el mismo se refiere, evitando de esta forma que deban iniciar los procesos recién el primer día hábil de la gestión fiscal. De esta manera se puede agilizar este tipo de procesos. [20:  En noviembre o diciembre del año previo a la gestión sobre la cual rige.] 

Endeudamiento público mediante emisión de títulos valores en mercados de capitales externos. Señalan las autoridades, que la creciente participación estatal en el sector productivo y el desarrollo de la infraestructura nacional generan la necesidad de recurrir a nueva fuentes de financiamiento. En este contexto, la emisión de títulos valores en los mercados de capitales externos, permite dar respuesta a los actuales requerimientos del Sector Público (SP).
Hasta recientemente, la normativa legal sólo admitía endeudamiento de tipo concesional, pero el buen desempeño económico-financiero boliviano abrió la posibilidad de contratar deuda en los mercados financieros internacionales, lo que fue debidamente autorizado con el correspondiente cambio normativo. Así, luego de muchos años, Bolivia decidió colocar deuda en mercados de capitales externos. La experiencia tuvo lugar en 2012, con resultados positivos.
Crédito interno del Banco Central de Bolivia (BCB). A través de créditos del BCB, el GBO procura garantizar el desarrollo de las  Empresas Públicas Estratégicas que requieren importantes montos de financiamiento para el desarrollo del sector de hidrocarburos y energético[footnoteRef:21]. [21:  En el Anexo 1 se presenta el detalle de autorizaciones y ejecución de dichos créditos y lo previsto para la gestión 2013.] 

Compromisos de gastos mayores a un año. La ejecución de proyectos de inversión pública se desarrolla en periodos de tiempo muchas veces superiores a la gestión fiscal anual. De tal manera, el GBO entendió que dichos casos requieren un marco normativo que permita dar continuidad al normal desenvolvimiento de estos proyectos. Así, la Ley Financial 2013 autoriza a comprometer gastos mayores a un año, con especial énfasis en proyectos de inversión pública. 
Política Salarial. Se establece un marco normativo para la determinación de la estructura salarial que debe regir en los diferentes niveles administrativos y operativos del Sector Público.
Otras disposiciones. Adicionalmente la Ley Financial presenta lineamientos de carácter operativo como la inscripción de recursos de créditos y donaciones, servicios de consultoría, congelamiento de cuentas, financiamiento de procesos electorales, inversiones en proyectos de industrialización, doble percepción, gastos de representación, estados financieros, aportes de capital, gastos extraordinarios, recursos para la reconstrucción, seguridad alimentaria y apoyo productivo, entre otros.
2.5.2 Normativa relacionada con el Presupuesto Plurianual (PPA)
El PPA es un instrumento de programación presupuestaria y financiera que contempla un horizonte de mediano plazo, usualmente periodos de tres a cinco años, e incluye ingresos, gastos y financiamiento del Sector Público. Es una herramienta útil para la toma de decisiones de política económica y presupuestaria, considerando los ingresos esperados y el límite del gasto, sea global o sectorial[footnoteRef:22].  [22:  MEFP.2012. Presupuesto Plurianual. Marco Conceptual y Metodológico. Viceministerio de Presupuesto y Contabilidad Fiscal. Dirección General de Programación y Gestión Presupuestaria. La Paz, Bolivia, pg. 15-16.
] 

A partir de 2010, se va formando un conjunto normativo mediante el cual comienza a asentarse una perspectiva de mediano plazo en la gestión presupuestaria. El Decreto Supremo (DS) N° 429 del 10 de febrero de 2010 establece que entre las atribuciones del MEFP se encuentra la de formular, desarrollar y reglamentar la política fiscal y presupuestaria plurianual de mediano y largo plazo sobre la base del Plan de Desarrollo Económico Social (PDES), en coordinación con los ministerios correspondientes. De igual manera, la ley de PGE 2011 (Ley N° 062 del 28 de noviembre de 2010) faculta al MEFP, en el marco del PDES, a formular, desarrollar y reglamentar la política fiscal y presupuestaria de mediano y largo plazo.
Por su parte, la ya nombrada LMAD, en su artículo 115 establece que las entidades territoriales autónomas deben aprobar sus presupuestos sujetándose a los límites fiscales globales establecidos en concordancia con el marco fiscal de mediano plazo elaborado por el MEFP.
Receptando este cuerpo normativo, las Directrices de Formulación Presupuestaria 2012 establecieron el alcance y metodología que debía tener el primer ejercicio de Presupuesto Plurianual 2012-2015[footnoteRef:23]. [23:  Cabe señalar que el marco legal relativo al PPA está aún en formación. Así, por ejemplo, a medida que se avance con la experiencia cabrá normar, por ejemplo, respecto de su obligatoriedad para el SP y las instancias de aprobación. ] 


3. [bookmark: _Toc359001071]Efectividad de la Gestión del Gasto Público: avances y desafíos
Los temas generales a ser apoyados como parte del Programa fueron identificados en la primera de las operaciones de la serie programática. El PBP Programático se focalizó en cuatro áreas de política[footnoteRef:24]: (i) integralidad del proceso presupuestario; (ii) integración de sistemas de gestión fiscal en la Administración Central y los Gobiernos Subnacionales; (iii) ejecución y eficiencia del gasto público; y (iv) medidas de incremento de la transparencia y combate a la corrupción. Asimismo, se puso énfasis en la estabilidad macroeconómica y equilibrio fiscal sostenible[footnoteRef:25]. [24:  Se explicó con anterioridad que la tercera operación ha actualizado la denominación del programa y de sus componentes 2 y 3.]  [25:  Se ha indicado precedentemente que el presente reporte no se focaliza en el componente de estabilidad macroeconómica, respecto del cual no se previeron medidas de política. El análisis macroeconómico es realizado a través de Evaluaciones Macroeconómicas Independientes del Banco.] 

La segunda operación (proyecto BO-L1010), por su parte, se propuso profundizar reformas estructurales, contribuyendo a generar mayor solidez en la gestión de las cuentas públicas en el mediano plazo. La misma promovió la actualización del Programa y su alineación con las prioridades de reforma en la agenda del GBO para la gestión pública, manteniendo los objetivos y la estructura de áreas de políticas ya aprobados para la serie programática. La segunda operación planteó que la tercera y última de la serie apoyara la consolidación de las reformas propuestas.
En esta sección se analizan los avances y desafíos en las cuatro áreas de política que apoya el Programa. Para cada área se hace una breve referencia al diagnóstico de las operaciones previas, se analizan los avances logrados y se identifican los retos que todavía se enfrentan, con especial énfasis en posibles acciones a realizar para fortalecer la efectividad del gasto.
3.1 [bookmark: _Toc359001072]La gestión presupuestaria[footnoteRef:26] [26:  Esta sección se basa en el documento del MEFP (2012), ya citado.] 

En agosto de 2012, el MEFP produjo un análisis de la situación de la gestión presupuestaria, procurando identificar fortalezas y debilidades y evaluar vías para abordar los problemas encontrados. Este examen se realizó en el marco de la normativa que, a partir de 2010, le atribuyó al MEFP la competencia de elaborar el presupuesto plurianual.
Según el estudio mencionado, la programación anual del gasto no permitía la consecución de objetivos de ciertos programas y políticas, cuya naturaleza era en esencia plurianual. Ello ocasionaba que algunas partidas de gasto corriente tuvieran una tendencia inercial, con cierta inflexibilidad a la baja, en particular, cuando se trataba de gasto social.
Por otra parte, el otro de los problemas sustantivos era la baja ejecución del presupuesto. En tal sentido, la ejecución estaba más enfocada en la utilización de los recursos, antes que en una perspectiva de utilización eficiente con el objeto de obtener los resultados esperados. Este hallazgo era más marcado a nivel subnacional, lo cual conducía a situaciones paradójicas. Por una parte, se tenía gran necesidad de programas y proyectos de desarrollo con alto impacto social y, por otra parte, la ejecución de los mismos era baja.
Este comportamiento, a su vez, generaba una problemática complementaria, que consistía en la acumulación de saldos ociosos que se acumulaban en las cuentas fiscales, improductivamente. Esta situación se daba, sobre todo, por una combinación de factores. La nacionalización de los recursos del sector hidrocarburos se dio en un contexto de elevados precios para los productos del sector, lo cual repercutió favorablemente en las arcas públicas. Asimismo, el crecimiento de la economía y la mayor eficiencia recaudatoria también incidieron en incrementos de los recursos públicos. Atento a que una porción importante de los mayores ingresos públicos pasan automáticamente a las entidades subnacionales, los Gobiernos Autónomos Departamentales (GAD) y Municipales (GAM), así como las Universidades Públicas, han visto incrementados sus ingresos por encima de su capacidad de gasto.
Un elemento adicional es que los techos presupuestarios se establecen a partir de proyecciones conservadoras de recursos, atento a que los ingresos, en parte, dependen de factores externos. En los últimos años estas proyecciones fueron superadas por la realidad, con lo cual, a posteriori se cuenta con una masa superior de recursos de la esperada vis-a-vis una reducida capacidad de ejecución.
Cabe señalar que el diagnóstico del MEFP encontró que parte del problema de subejecución del gasto podía atribuirse a los procesos de contratación, excesivamente burocráticos, no tanto por la normativa nacional, como por la inadecuación de los procedimientos aplicados y las reducidas capacidades institucionales instaladas. 
Un análisis FODA realizado por el MEFP identificó entre las fortalezas, que el Presupuesto 2012 fue el primero integral, es decir, que incluyó a la totalidad de los Municipios y Universidades Públicas. Asimismo, se identificaba voluntad política para avanzar hacia un modelo presupuestario de mediano plazo. No obstante, eran numerosas las debilidades. Entre los problemas identificados, cabe mencionar: (i) el presupuesto, al ser anual, no permitía visualizar el comportamiento de ingresos y gastos más allá del ejercicio fiscal, para la toma de decisiones; (ii) el presupuesto era incrementalista para asignar recursos en el ámbito social; (iii) crecimiento del gasto inflexible conllevando el riesgo de insostenibilidad; (iv) escasa planificación que conducía a numerosas modificaciones presupuestarias; (v) heterogeneidad y dispersión de los sistemas informáticos para la gestión fiscal; (vi) burocratización de los procedimientos administrativos; (vii) asignación de recursos durante la gestión fiscal con criterios políticos; y (viii) falta de seguimiento y evaluación de los resultados físicos y financieros.
Sin perjuicio de estos problemas, se advertía la oportunidad de avanzar con herramientas como el presupuesto plurianual, ya que el liderazgo del MEFP permitía prever la posibilidad de llevar adelante un proceso de implantación de un nuevo modelo económico y de gestión presupuestaria del sector público, en el marco de la CPE. A ello se sumaba el desarrollo del Sistema de Gestión Pública[footnoteRef:27] (SIGEP) que facilitaría la inclusión de un módulo de presupuesto plurianual. [27:  Se hará referencia al SIGEP en la sección 3.3.] 

Como síntesis, el análisis del MEFP encontraba que la incertidumbre en el tiempo respecto de los ingresos que dependen de los precios internacionales, el crecimiento inflexible del gasto y la escasa planificación de las entidades del sector público, se constituían en los principales problemas del sistema presupuesario boliviano. Atento a esa conclusión, se planteaba la necesidad de contar con un presupuesto plurianual que se rigiera por los parámetros de un marco fiscal de mediano plazo, de modo de asegurar la sostenibilidad fiscal de mediano y largo plazo.
Se estimaba que la implementación del Presupuesto Plurianual permitiría integrar la planificación estratégica, extender el horizonte presupuestario, incentivar la disciplina presupuestaria y la gestión orientada a resultados. Asimismo, en cuanto a la gestión del gasto se estimaba que contribuiría a realizar una mejor previsión en la asignación de recursos a programas y proyectos, reducir la incertidumbre en la asignación de recursos para la programación de gastos en el mediano plazo y, en definitiva, tener un mejor control del gasto en el mediano plazo. Adicionalmente, se preveía que sería conducente a implementar un sistema de seguimiento y evaluación de resultados de programas y proyectos de las entidades del sector público[footnoteRef:28]. [28:  En las siguientes secciones se abordan los retos mencionados en esta sección.] 



3.2 [bookmark: _Toc359001073]Integralidad y calidad del proceso presupuestario
Diagnósticos 2005 y 2009. En oportunidad de la preparación de la primera operación de la serie programática, el Banco realizó un diagnóstico de las áreas que abarcaría el programa, el que fue actualizado en 2009, al prepararse la segunda operación.
En materia presupuestaria, el diagnóstico de 2005 identificó una débil integración de las fases del proceso presupuestario (planificación, programación, formulación, aprobación legislativa, ejecución, seguimiento y evaluación), tanto a nivel central como subnacional, que afectaba la calidad del gasto. Esta problemática era explicada, entre otras razones, por un marco normativo disperso e incompleto, que facilitaba las inconsistencias.
En cuanto a vinculación entre la planificación y el presupuesto, si bien la Ley SAFCO tenía como referente base al Sistema Nacional de Planificación, no existían instrumentos o metodologías que apoyaran la utilización del Plan de Gobierno como insumo estratégico del proceso presupuestario. De tal manera, los Planes Operativos Anuales (POA) no desarrollaban una programación sobre la identificación de productos/beneficiarios/metas/resultados; y frecuentemente excedían los límites presupuestarios.
Asimismo, la función de seguimiento y evaluación estaba poco desarrollada, con lo cual no había realimentación en base a los resultados obtenidos, por lo que las metas se vinculaban más a los insumos que a productos y/o resultados. Otros inconvenientes identificados tenían que ver con la sistemática sobreestimación de ingresos, con el consiguiente ajuste de ingresos durante la ejecución; las frecuentes modificaciones presupuestarias; y la ejecución en base al presupuesto de caja fijado por el Tesoro.
Para avanzar en el uso del presupuesto como herramienta de gestión se sugería fortalecer el marco normativo, revisar las estructuras programáticas y las capacidades de priorización estratégica de los recursos y de evaluación de la gestión.
En el periodo que medió entre ambas operaciones, el GBO implementó un nuevo clasificador presupuestario, que permitió mayor transparencia en el desglose de partidas presupuestarias y la eliminación de otras como los “gastos reservados”.
No obstante este avance, en materia de mejoramiento del proceso presupuestario, se identificó que al tiempo de la segunda operación, en general, el diagnóstico de 2005 seguía vigente.
Situación actual, avances y desafíos
En la sección 3.1 se han presentado los elementos clave del diagnóstico del MEFP con respecto a la situación actual en materia de gestión presupuestaria. En los párrafos que siguen se abordan aquellos que se vinculan a los lineamientos de política considerados por el Programa.
Marco normativo. Al momento de la segunda operación, se identificaba que el marco jurídico que regía el proceso presupuestario no abordaba de manera integral el ciclo presupuestario. Siendo ello así, no se contaba con un todo completo y consistente que guiara adecuadamente el proceso para los distintos niveles del Estado. Atento a ello, el MEFP se proponía elaborar una nueva Ley Marco de Presupuesto, que considerara el nuevo perfil de la gestión pública que surgía de la CPE y enfatizara la integración de las etapas del ciclo presupuestario y la calidad del gasto.
Como se explicó en la sección 2.5, con posterioridad, el MEFP entendió que se requería otro tipo de abordaje en lo atinente al marco legal para la gestión presupuestaria. En tal sentido, se estimó necesario que el mismo acompañara los cambios dinámicos que se producían en la gestión del sector público, con la aprobación de nuevos cuerpos normativos, como por ej, la LMAD. Así las cosas, las autoridades decidieron avanzar con la adecuación del marco legal, principalmente, vía modificaciones introducidas en las Leyes Financiales.
De esta manera, aún sin contar con una nueva Ley Marco de Presupuesto, el MEFP ha ido resolviendo la desarticulación que se identificaba en 2009, entre el contexto institucional y el conjunto normativo vigente entonces. Con todo, al seleccionarse la modalidad de cambios sucesivos realizados mediante distintas normas, el marco normativo[footnoteRef:29] aún mantiene un cierto grado de fragmentación, lo cual puede dificultar su adecuada aplicación. En tal sentido, se hace necesario concentrar en un solo texto-guía la normativa que rige el proceso presupuestario. [29:  En el Anexo 2 se presenta una síntesis de normas vinculadas a la gestión presupuestaria.] 

Formulación presupuestaria. En 2009, el diagnóstico advertía acerca de debilidades en la formulación presupuestaria que se reflejaban, entre otras cuestiones, en la frecuencia y monto de las modificaciones presupuestarias. El MEFP ha procurado mejorar la etapa de formulación y abordar los problemas mediante distintas acciones. En tal sentido, se ha ido realizando un proceso de mejoramiento de la calidad de las Directrices Presupuestarias, se brinda asistencia a los organismos para fortalecer sus capacidades al respecto y se ha actuado sobre la normativa y los procedimientos, entre otras acciones. Sin embargo, al presente las modificaciones presupuestarias constituyen aún un desafío, tanto por su cantidad como por la correcta aplicación de los procedimientos. Estas circunstancias aconsejan que, complementariamente a la elaboración de un texto-guía de la normativa presupuestaria, se difunda la metodología y normativa aplicable a las modificaciones presupuestarias de manera de favorecer el proceso de formulación y ejecución presupuestaria.
Marco macro-fiscal y estructura y etapas del proceso presupuestario. A partir de 2006, se elabora el presupuesto utilizando un enfoque por programas y de resultados, si bien esto último de manera incipiente. Con todo, el diagnóstico realizado en 2009, señalaba que el proceso presupuestario aún mostraba desarticulación entre las distintas etapas y escaso desarrollo de la función de evaluación. Asimismo, se sumaba el problema de un armado presupuestario que giraba en torno de los techos fijados desde el MEFP, respecto de los cuales no se utilizaban de manera suficiente prioridades programáticas y de política, sino más bien las ejecuciones presupuestarias previas.
Dos actividades principales estaba desarrollando el MEFP en 2009 para abordar la problemática. Por una parte, las Directrices 2010 se planteaban como un avance en la articulación del PND en el ciclo presupuestario. Sin embargo, este proceso era aún incipiente. Por otra parte, el MEFP estaba procurando desarrollar un  marco macro-fiscal que sirviera de referencia al proceso presupuestario. 
Con posterioridad, el MEFP consolidó la vinculación PND-Presupuesto, articulando la estructura programática del PGE con los pilares y lineamientos del PND. De hecho, para las gestiones 2011 y 2012, el PGE fue elaborado procurando considerar la articulación de los procesos de planificación, inversión y presupuesto, incorporando también la participación social y, por primera vez, los Gobiernos Autónomos Municipales.
Como se mencionó en la sección 2.2, al presente, el PND 2006-2010 no se encuentra vigente, sin embargo, el presupuesto continúa estructurado en articulación con dicho PND. Atento a que el GBO no ha emitido un nuevo PND que lo reemplace, el MEFP mantiene la estructura presupuestaria vinculada al PND, con los cuatro pilares clave que el Plan marca y la estructura programática que se desprende de dichos pilares.
La ausencia de un nuevo PND no facilita profundizar lo hecho hasta el momento, en cuanto a la articulación PND-Presupuesto. Sin embargo, el MEFP continuó avanzando con la articulación Plan Operativo Anual-Presupuesto, a partir del ciclo presupuestario 2013. De hecho, el MEFP ha exigido en las Directrices Presupuestarias 2013 que todas las entidades confeccionen y presenten su POA y que realicen el ejercicio de presupuestación, a partir de dicho POA. Además de las pautas procedimentales, se desarrolló un aplicativo que permite formular con vinculación al POA.
En virtud de lo dicho, se entiende que puede continuar avanzándose en la vinculación de los planes institucionales al presupuesto de cada organismo, de manera que los objetivos de la gestión institucional estén claramente integrados con la programación presupuestaria para la formulación del presupuesto de las entidades públicas y, últimamente, del PGE.
En el segundo aspecto, el MEFP ha desarrollado un marco macro-fiscal a fin de alimentar el proceso presupuestario, esta actividad fue apoyada por la segunda operación. Si bien se ha completado el desarrollo de dicha herramienta, al presente su aplicación es limitada en el proceso de formulación presupuestaria.
Atento a lo dicho, se estima que es de importancia impulsar la aplicación del marco macro-fiscal para su consolidación como instrumento de política pública. Para ello, cabría considerar que el marco macro-fiscal se aplique en el próximo ciclo presupuestario, de modo que el mismo incorpore los parámetros establecidos en dicho marco.
Adicionalmente, cabe tener en cuenta que en los últimos años el GBO ha incrementado de manera sustantiva la participación del Estado en la actividad empresarial, habiendo aumentado el número e importancia de las empresas públicas. Atento a ello, se entiende que cabría también procurar la incorporación de los parámetros del marco macro-fiscal en la formulación de los presupuestos de un número representativo de empresas públicas.
Presupuesto Plurianual. Como se mencionó en las secciones 2.5.2 y 3.1, a partir de 2010, se ha ido configurando el ámbito normativo en el que enmarcar el PPA en el sector público boliviano y, en 2012, el MEFP elaboró el marco metodológico para la implementación del PPA. La metodología diseñada por el MEFP contempla, entre otros, como elementos clave el marco fiscal de mediano plazo y el marco de gasto de mediano plazo. El primero debe contener la estimación de las principales variables macroeconómicas, ingresos y gastos fiscales para el periodo plurianual, el segundo, contempla la proyección y priorización del gasto.
En el gráfico a continuación se presenta la esquematización del proceso de elaboración del PPA, confeccionado por el MEFP.

[bookmark: _Toc357340703]Gráfico 3. Esquema de elaboración del PPA
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Fuente: MEFP. 08-2012. MEFP. 2012. Presupuesto Plurianual. Marco Conceptual y Metodológico. VPCF. DGPGP. La Paz, Bolivia, pg. 20.

Complementariamente, en la gestión 2012 se desarrolló un aplicativo que permite trabajar el PPA como un módulo del sistema de administración financiera, si bien no está integrado a dicho sistema. A partir de estos avances, el MEFP definió la realización de una experiencia piloto de PPA. Cabría apoyar la experiencia del presupuesto plurianual de modo que la herramienta se perfeccione y consolide y pueda, en las próximas gestiones, irse extendiendo tanto en la AC como en los distintos organismos del sector público.
En tal sentido, dada la importancia creciente de las empresas públicas en las cuentas del Estado, junto con la vocación del GBO de mejorar la formulación presupuestaria y la calidad del uso de los recursos públicos, se entiende que el piloto podría avanzar con un conjunto de empresas públicas y un número limitado de entidades del Gobierno Central (GC). Ello permitiría evaluar el resultado de la experiencia, aplicar las lecciones aprendidas, para luego impulsar la expansión del ejercicio tanto en las empresas como en el GC. Todo ello, en orden a fortalecer el proceso presupuestario y a lograr que en un momento futuro, Bolivia cuente con un PGE plurianual.
Priorización en el uso de los recursos del Estado. Lo dicho en los puntos precedentes lleva también a la importancia de mejorar las capacidades de priorización estratégica del uso de los recursos del Estado. En ese sentido, el Banco apoyó de manera piloto la implementación de Convenios de Gestión[footnoteRef:30]. Al momento de prepararse la segunda operación, en el ámbito del MEFP tres entidades utilizaban este instrumento, la Aduana Nacional (AN); el Servicio de Impuestos Nacionales (SIN); y el Servicio Nacional del Sistema de Reparto (SENASIR). De las tres entidades, la que más había desarrollado la herramienta era el SENASIR. De hecho, el ente realizaba un seguimiento trimestral de las metas siguiendo criterios de evaluación previamente acordados. Respecto de los otros dos organismos, el instrumento no estaba suficientemente desarrollado. Por un lado, se verificaban dificultades a la hora de consensuar metas e indicadores; y, por otro lado, las entidades suscriptoras no veían a los convenios como herramientas de gestión sino como medios para la obtención de recursos adicionales, lo cual tampoco favorecía su desarrollo. [30:  Tanto mediante la segunda operación de la serie programática, como mediante el Programa Consolidación de Reformas Institucionales en el Área de Ingresos Públicos (Contrato de Préstamo 1743/SF-BO).] 

Con posterioridad, el MEFP continuó aplicando los Convenios de Gestión, procurando consolidar la herramienta. De hecho, durante las gestiones 2011 y 2012 se continuó con la suscripción de estos Convenios por parte del SIN, la AN y el SENASIR. Los Convenios incluyen compromisos de cada uno de los organismos, del MEFP y conjuntos y definen la manera en que se evaluará el grado de cumplimiento de los compromisos asumidos. Asimismo, se prevén incentivos que están vinculados al cumplimiento de las metas comprometidas.
En el caso del SIN, los Convenios se evalúan semestralmente. Los mismos establecen, entre otros, compromisos de recaudación que incluyen metas de eficiencia recaudatoria, institucional y administrativa, de fiscalización y de cobranza coactiva; así como otros vinculados al mejoramiento de la gestión institucional y presupuestaria.
La evaluación de los Convenios de Gestión 2011 y 2012 del SIN mostraron un nivel promedio ponderado de cumplimiento de las metas del 90% y 99%, respectivamente, con un rango de 55% al 100% (2011) y 96% a 100% (2012)[footnoteRef:31]. [31:  En general, en 2011 las metas mostraron un alto grado de cumplimiento con la excepción de cobranza coactiva y desarrollo e implementación de sistemas. En 2012, todas las metas, incluidas las relativas a esas líneas de actuación, tuvieron elevado grado de cumplimiento.] 

De igual manera, en el caso de la AN, los Convenios buscan fomentar un desempeño eficiente y eficaz de la autoridad aduanera, estableciendo metas de recaudación y de gestión aduanera, institucional y presupuestaria, relativas al plan de inversiones y en la lucha contra el contrabando. El análisis del cumplimiento de los compromisos se realiza con una frecuencia trimestral. La evaluación de los Convenios 2011 y 2012 determinó un cumplimiento de metas del orden del 83% y 92%, respectivamente. 
Por su parte el SENASIR, también ha continuado acordando metas en el marco del Convenio de Gestión. No obstante, se han producido circunstancias especiales. En diciembre de 2010 se dictó la nueva Ley de Pensiones (Ley N° 065) y, posteriormente, se dictaron sus Decretos Reglamentarios N° 778, del 26 de enero de 2011 y N° 822 del 16 de marzo de 2011. La nueva normativa implicó, entre otras cuestiones, la emisión de Certificados por Compensación de Cotizaciones. El requerimiento de este documento por los rentistas resultó en una sobrecarga administrativa de importancia para la entidad. En el contexto comentado, en la gestión 2011, el MEFP y el SENASIR suspendieron la aplicación de las metas del Convenio de Gestión, a los fines de que este último pudiera aplicar mayor capacidad de producción al trámite mencionado. La vigencia del Convenio se reanudó en octubre de 2012.
El Convenio abarca un amplio conjunto de temas, entre los que puede mencionarse, el fortalecimiento institucional, la lucha contra el fraude y la mora y mejoras en el otorgamiento de la Compensación de Cotizaciones (CC)[footnoteRef:32]. Así, entre otros indicadores se incluyen la suspensión de beneficios por fallecimiento, los controles de identidad y vivencia, los recuperos de cobros indebidos por doble percepción, la suspensión de beneficios por doble percepción[footnoteRef:33], la reversión definitiva de boletas no cobradas y la emisión de certificados de CC, entre otros. [32:  La CC es el reconocimiento del Estado a los asegurados por aportes efectuados al Sistema de Reparto vigente hasta el 30 de abril de 1997 y se financia con recursos del Tesoro General de la Nación (TGN).]  [33:  La doble percepción se refiere a la prohibición de percibir al mismo tiempo renta y salario si ambos provienen del TGN. La recuperación implica identificar a las personas que han incurrido en doble percepción y cobrarles lo percibido indebidamente, mediante la suscripción de convenios de pago. La suspensión implica interrumpir el pago de rentas a aquellas personas que estuvieran prestando servicios como activos en entidades contempladas en el PGE, de modo de evitar que incurran en doble percepción.] 

El Programa previó la extensión de la modalidad a un número mayor de organismos. Sería del caso, entonces, apoyar el mayor uso de los Convenios, así como también asegurar el seguimiento de los compromisos y el logro de las metas acordadas.
3.3 [bookmark: _Toc359001074]Integración de los sistemas de gestión fiscal en la AC y los GSN
Diagnósticos 2005 y 2009. En esta área de política, el diagnóstico elaborado en el marco de la preparación del primer préstamo, se focalizó en la evaluación del Sistema de Gestión y Modernización Administrativa (SIGMA), con respecto a su sostenibilidad y posibilidades de expansión tanto a entidades de la AC como a GSN. El análisis técnico se realizó a lo largo de cuatro ejes: tecnología; conceptualización; institucionalidad (sustentabilidad y transferencia); y seguridad. El resultado de los estudios resaltó que a pesar de sus debilidades y de no ser un sistema de gestión propiamente dicho, el SIGMA resultaba fundamental para la gestión financiera boliviana.
La importancia del SIGMA quedaba expuesta teniendo en cuenta que, a 2005, se registraba y controlaba en dicho sistema, el movimiento financiero de 23 instituciones de la AC; 42 entidades descentralizadas; 2 prefecturas; y 2 municipalidades capitales. En términos de magnitud de recursos, el movimiento mensual ascendía a US$147millones (equivalentes a aproximadamente un 23% del Producto Interno Bruto -PIB-, de entonces).
Atento a ello, se entendía necesaria su estabilización y avanzar en el desarrollo conceptual de una segunda generación del sistema, de modo que en el futuro se pudiera responder al requerimiento de contar con un sistema de procesamiento integral de la información, control y gestión financiera.
Entre 2006 y 2009 se realizaron diversas acciones en orden a la estabilización del sistema en los módulos financieros y a replicar los ajustes a las entidades implantadas con el sistema; así como también, a ampliar su cobertura. 
En términos de expansión, en dicho periodo el sistema se implantó en 45 entidades de la AC, en la administración descentralizada, en entidades subnacionales (ESN) y en empresas públicas. De tal manera, a 2009, tenían implantado el SIGMA 152 entidades, de las cuales 125 (82%) se encontraban en línea.
Atento a ello, la cobertura como porcentaje del PGE, pasó de un 80% en la gestión 2005 a 88%, en el ejercicio 2009. Como puede verse, para 2009, el MEFP había realizado avances sustanciales en la expansión del SIGMA, con el que se registraba y controlaba el movimiento financiero del 100% de la AC y un elevado porcentaje del presupuesto de las ESN. Adicionalmente, se había trabajado en la incorporación de funcionalidades y, al mismo tiempo, se comenzó a avanzar en la segunda etapa del mismo, el SIGMA-Web.
Sin perjuicio de lo señalado, existía un conjunto de 372 organismos que utilizaban otros sistemas, tanto antecesores del SIGMA como sistemas propios[footnoteRef:34], por lo que no podía hablarse de una integración de los sistemas de administración financiera.  [34:  Sistema de Información Económico-Financiera (SIEF); Sistema Integrado de Información Financiera (SIIF); Sistema Integrado de Contabilidad (SINCON); Sistema Integrado de Contabilidad y Presupuesto (SICOPRE) y 17 sistemas propios.] 

El diagnóstico de 2009 identificaba tres desafíos principales: (i) consistencia y oportunidad de la información; (ii) ajuste a la nueva estructura del Estado; y (iii) incorporación de entidades fuera del SIGMA. 
La falta de integración de los sistemas de información financiera incidía en la calidad y oportunidad de la información. De hecho, la atomización de sistemas llevaba al  fraccionamiento de la información, la que provenía de múltiples fuentes y adoptaba diversos formatos. Todo ello dificultaba su composición y armado, así como afectaba su consistencia y confiabilidad y la disponibilidad oportuna. Naturalmente, la falta de información oportuna, consistente y confiable afecta los procesos de toma de decisiones y puede incidir en el diseño de las políticas públicas y en la estimación de sus impactos.
Al mismo tiempo se advertía que, desde el SIGMA, no parecía factible dar una respuesta integral al problema de necesidad de información de los entes del sector público, en los distintos niveles de gestión.
El MEFP confiaba mejorar esta situación mediante el desarrollo del SIGMA-Web, en particular, inicialmente a través del desarrollo de sus módulos de presupuesto, contabilidad y tesorería. Se esperaba que este sistema permitiera superar las limitaciones del SIGMA. Estos módulos junto con el de información gerencial (ver sección 3.4) constituirían herramientas de importancia para mejorar la calidad de la información y ampliar su alcance.
En el plano operativo, la administración financiera boliviana se encontraba también frente al desafío de adecuar el SIGMA a los cambios en la estructura del Estado emanados de la CPE. Esto imponía un doble reto, por un lado, incorporar a la red nuevas entidades y, por otro lado, introducir adecuaciones surgidas, por ejemplo, de la necesidad de incorporar empresas públicas (SIGMA Productivo). Ello implicaba cambios de importancia, en especial, en el módulo de contabilidad, atento a las diferencias entre la contabilidad empresaria y la pública.
De tal forma, si bien se planteaba como objetivo de máxima tender, en el largo plazo, a una plataforma única. Se consideraba que un proyecto de esa naturaleza presentaba desafíos institucionales, técnicos y operativos de gran envergadura, que no lo hacían factible. De tal manera, para un periodo más corto, se planteó implementar medidas para mantener un cierto control sobre la evolución de sistemas en el sector público, de modo de limitar el fraccionamiento y evitar la duplicación e inconsistencia de la información y, allí donde un nuevo sistema fuera necesario, evaluar las posibilidades de su integración con el SIGMA-Web.
Situación actual, avances y desafíos
En el sentido descripto, la segunda operación se propuso consolidar en la AC y expandir en los entes subnacionales, el uso de instrumentos de administración financiera y presupuestaria adecuados a sus necesidades. 
Estandarización y centralización de la información fiscal. A los fines de lograr una mejor articulación entre sistemas y la calidad de la información fiscal, se reglamentó y estandarizó el proceso de registro y envío de información presupuestaria de las entidades del Sector Público, a fin de centralizarla en una única base de datos oficial[footnoteRef:35]. De esta manera, se reglamentaron los formatos e información presupuestaria que las entidades del Sector Público deben enviar al SIGMA y se estableció el formato único de intercambio de datos para las entidades no conectadas al SIGMA. [35:  Por medio de la Resolución MEFP N° 115/2010. La segunda operación de la serie programática apoyó las acciones mencionadas.] 

Asimismo, mediante la Ley de Presupuesto 2010 y el Decreto Supremo N° 0430/2010, se estableció que todas las ESN deben administrar su información de deuda en el Sistema de Administración e Información de la Deuda Subnacional (SAIDS) y el registro, pago y actualización de su deuda a través de dicho Sistema. Dicha información debe ser actualizada mensualmente.
El desafío presente es lograr la plena aplicación de la normativa antes mencionada, de modo que la administración fiscal esté gestionada únicamente mediante el SIGMA, el SIGEP -al que se hará referencia luego- y los sistemas de administración autorizados por el MEFP, utilizándose los formatos estandarizados para el envío de información al SIGMA/SIGEP.
Intercambio de información. Complementariamente, a la estandarización de los formatos en los que se intercambia información fiscal tanto a nivel nacional como subnacional, se hace necesario mejorar los estándares de intercambio de información entre sistemas que manejan información fiscal clave. En tal sentido, el MEFP y el MPD emitieron la Resolución Biministerial 002 del 19 de agosto de 2011, mediante la cual, entre otras cuestiones, se dispone que ambos Ministerios deben implementar mecanismos para el intercambio automático de información entre el Sistema de Información sobre Inversiones (SISIN Web) y el SIGEP.
Al presente, el intercambio de información se realiza mediante archivos planos, sin embargo, con le desarrollo del SIGEP, se contará con las funcionalidades necesarias para que ese intercambio pueda realizarse de manera automatizada. No obstante, para ello es necesario que se definan y aprueben los protocolos técnicos sobre la base de los cuales se implementará dicho intercambio.
Sistemas de Gestión Fiscal. Como se dijo previamente, la estandarización de formatos es un camino intermedio, en tanto se avanza en la expansión e integración del sistema de gestión fiscal. Al respecto, para la fecha de la segunda operación, el MEFP se planteaba la modernización del SIGMA a través del desarrollo e implantación de una modalidad sobre internet, el SIGMA-web. Sin embargo, con posterioridad, las autoridades consideraron necesario avanzar hacia el diseño de un sistema que incorporara nuevas tecnologías disponibles en lugar de modificar el SIGMA.
De hecho, el MEFP evaluó que si bien el SIGMA funcionaba adecuadamente donde estaba instalado, mostraba signos de saturación, que generaban interrogantes respecto a la conveniencia de continuar su expansión a todo el sector público tanto a nivel nacional como subnacional. Asimismo, el sistema no ofrecía todas las funcionalidades que una administración fiscal madura requieren. Atento a ello, el MEFP decidió avanzar con el desarrollo del Sistema de Gestión Pública sobre plataforma web. Este sistema no es el SIGMA accesible en línea, sino que es una nueva herramienta que implica nuevos desarrollos y módulos con tecnología web. En la tabla a continuación se presenta un comparativo, de tipo general, de ambos sistemas que muestra los avances que el SIGEP implica con respecto al SIGMA.
[bookmark: _Toc357340680]Tabla 2. Comparativo SIGMA – SIGEP

	SIGMA
	SIGEP

	· Se mantienen Bases de Datos (BD) separadas (hasta 24 ambientes; actualmente 15).
	· Única Base de Datos para la gestión fiscal.

	· No existe interacción en línea entre las operaciones de las BD locales (SIGMA local) y la BD central (SIGMA Central).
	

	· Conexión principalmente por fibra óptica.
	· Internet.

	· Alto costo de implementación de infraestructura y licencias de software para ESN (aprox. US$400mil/entidad).
	· Sin costo de implementación en infraestructura ni licencias de software. Se reutiliza la fibra óptica.

	Presupuesto
	

	· Clasificadores para cada gestión. Sin continuidad histórica.
	· Clasificadores se actualizan cuando se presentan cambios (no por gestión). No se requieren conversores de gestión a gestión.

	· Registro de un solo Reformulado por gestión.
	· Registro de múltiples Reformulados en una misma gestión .

	· Registro de una sola versión para la Formulación del presupuesto institucional.
	· Posibilidad de guardar múltiples versiones en la Formulación del presupuesto institucional.

	· Desagregación de registro del gasto y recurso es a nivel de partida (último nivel de detalle).
	· Incorporación de conceptos de gasto y recaudación que permiten, opcionalmente, desagregar la ejecución a un mayor nivel de detalle.

	· Registro de múltiples comprobantes para una misma operación financiada por más de un organismo financiador, fuente de financiamiento, etc.
	· Registro de un solo comprobante por operación con múltiples fuentes de financiamiento, organismos financiadores, etc.

	· Reportes fijos, predefinidos desarrollados a solicitud.
	· Generador de reportes administrado por el usuario en forma dinámica.

	Contabilidad
	

	· Modelo único de cuentas, no considera las particularidades de las entidades.

· Auxiliares predefinidos.
	· Modelos contables: agrupador de clasificadores; relacionadores contables y formatos de Estados Financieros (EEFF) en función de la naturaleza de las entidades.
· Mayor flexibilidad en la administración de auxiliares.

	· No implementado concepto de ente contable. A nivel de programa se agrupan las entidades para presentar un solo EEFF.
	· EEFF a nivel de ente contable. Permite agrupación en un ente contable.

	· EEFF generados a dos niveles (general y detallado).
	· EEFF a todos los niveles que soporta el Plan de Cuentas (actualmente 5 y puede incrementarse).

	· Ausencia de reportes contables para unidades desconcentradas.
	· Reportes contables por entidad y dirección administrativa (DA).
· Asientos contables y reportes con detalle presupuestario para fines de consistencia presupuestaria-contable.

	· Inexistencia de reportes contabilidad /presupuesto.
	

	Tesorería
	

	· Sin soporte para administrar más de una Cuenta Única del Tesoro (CUT). Se tienen CUT en cada SIGMA Local.
	· Permite administrar múltiples CUT (nivel Central y Subnacional).

	· Carga manual de extractos bancarios en el nivel subnacional.
	· Carga automática de extractos bancarios.

	· Gestión de pago sólo en la CUT.
	· Administración de pagos en la CUT y cuentas descentralizadas de la CUT.

	· Administración y gestión de pago de acreedores separado del registro presupuestario, en el nivel subnacional.
	· Administración de acreedores por comprobante de gasto (mejora el control a nivel entidad y DA.
· Control de acreedores uniforme a nivel nacional.


Fuente: MEFP. VPCF. DGSGIF. Sistema de Gestión Pública. SIGEP. Mayo de 2013.

Como se mencionó, el SIGEP fue desarrollado sobre plataforma web y tiene como objetivo principal proporcionar a todas las entidades públicas una única herramienta de gestión administrativa y financiera en línea. En otras palabras, el SIGEP plantea la integración de módulos administrativos y financieros en una sola plataforma de intercambio de información. A tales fines, se están integrando a la plataforma, sistemas que fueron desarrollados de forma aislada sin interface con el sistema financiero, tales como el Sistema de Contrataciones del Estado (SICOES), Mercurio[footnoteRef:36], SIGMA Central y Local y Sistema Integrado de Contabilidad (SINCON), entre otros. [36:  Sistema que administra las cuentas fiscales] 

Los módulos administrativos del SIGEP incluirán Contrataciones, Manejo de Bienes y Servicios, Personal y Fondo Rotativo; en tanto que los módulos financieros incluirán Presupuesto, Tesorería, Contabilidad, Crédito Público y Cuotas. Ver esquema en el gráfico siguiente.


[bookmark: _Toc357340704]Gráfico 4. Módulos del SIGEP
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 Fuente: MEFP. VPCF. DGSGIF. Nueva estrategia de implantación del SIGEP. Febrero de 2013. MEFP. VPCF. DGSGIF. Sistema de Gestión Pública. SIGEP. Mayo de 2013.

A la fecha está desarrollado el SIGEP subnacional, en cuanto a los módulos de presupuesto, tesorería y contabilidad, en tanto otros módulos -del nivel central y administrativos- están en distintas etapas en el proceso de diseño, desarrollo e implantación. 
Atento al estado de desarrollo de los módulos del SIGEP, en el momento actual, el mismo no ofrece aún todas las funcionalidades que tiene el SIGMA. Por lo tanto, el MEFP descartó iniciar su implantación en la AC, donde el SIGMA tiene un rendimiento considerado adecuado. Por el contrario, la estrategia de implementación consistió en avanzar en primer término con el SIGEP subnacional, procurando alcanzar aquellos organismos que no estaban conectados al SIGMA. Paralelamente, continuar con el desarrollo de todas las funcionalidades y módulos necesarios y, en la etapa final, migrar del SIGMA al SIGEP en la AC.
Así, se ha comenzado la implantación del SIGEP subnacional en los Gobiernos Autónomos Departamentales y en los GAM. Cabe tener en cuenta que la implementación debe afrontar el reto adicional que surge del hecho que muchos GSN carecen de conexión a Internet. Atento a ello, se ha desarrollado el llamado SIGEP móvil[footnoteRef:37]. Esta versión del SIGEP, desarrollada sobre la base del SINCON, incorpora características particulares del SIGEP en línea y está destinada a entidades que no tienen acceso a Internet (sistema desconectado). Las características de este sistema permitirán efectuar la migración de la información de las Municipalidades que lo utilizan, al SIGEP en línea, una vez que implementen dicho sistema. [37:  Por Ley 211 del 23 de diciembre de 2011, se dispuso que el SIGEP fuera el sistema oficial de gestión fiscal del estado boliviano y por DS N° 1460 del 10 de enero de 2013 se estableció el uso del SIGEP móvil.] 

En virtud de lo señalado, hacia adelante son numerosos los desafíos en materia de sistemas de gestión fiscal. Por una parte, es necesario ampliar la cobertura del SIGEP. Para ello, cabe avanzar con la implementación del SIGEP en línea (módulos de presupuesto, tesorería y contabilidad) en ESN y del SIGEP móvil en las ESN que no tienen conexión a Internet. Por otra parte, se hace necesario continuar avanzando con el diseño, desarrollo e implementación de los restantes módulos y funcionalidades del SIGEP.
En particular, en el MEFP se busca ir eliminando progresivamente la emisión de cheques, lo cual permitiría dar mayor agilidad y transparencia al proceso de pago. Por este motivo, se plantea la importancia de avanzar con las pruebas de funcionamiento del  módulo en el SIGEP que pueda gestionar los pagos de manera electrónica.
Por otra parte, como se verá en la sección 3.4, un aspecto que ha cobrado relevancia en la gestión del gasto público tiene que ver con los procesos de adquisiciones y contrataciones. Atento a ellos, se estima que el sistema de gestión fiscal podrá apoyar las mejoras en esta materia mediante el desarrollo del módulo de contrataciones electrónicas. Atento a lo dicho, se entiende que uno de los desafíos en materia de sistemas es realizar las pruebas de funcionamiento que permitan avanzar con la implantación del módulo en un futuro cercano.
Información financiera de los ESN. El dictado de la LMAD ha generado toda una nueva manera de pensar el nivel subnacional. La autonomía va acompañada con una mayor cantidad de recursos que anualmente se destinan a las ESN. Así por ejemplo, en el periodo 2006-2011 se transfirieron a los ESN un total de Bs.81,9 mil millones[footnoteRef:38], que representa un aumento de 238% respecto del total transferido en el periodo 2000-2005 (Bs. 24,4mil millones). De hecho, el presupuesto 2013 prevé un incremento de transferencias a los ESN del orden del 22%, respecto del presupuesto precedente (Bs.15,2 mil millones en el PGE 2012 vis-a-vis Bs.18,65mil millones en el PGE 2013)[footnoteRef:39]. [38:  Al respecto se puede ver el gráfico 13 en la sección 3.4 de este informe.]  [39:  Fuente de los datos: MEFP. Zoom Económico. N° 14. Año 2. Diciembre de 2012. El monto efectivamente transferido en 2012 fue superior al presupuestado. El efecto de mayores ingresos públicos que se traducen en mayores transferencias a las entidades subnacionales fue  abordado en la sección 3.1.] 

Estas circunstancias subrayan la importancia de contar con información financiera oportuna de las ESN. En tal sentido, el MEFP desarrolló el Sistema de Información Estadística Territorial (SIET), que consiste en una plataforma informática de recopilación de información financiera para generación de cifras fiscales a nivel subnacional. El reto actual radica en la implementación de dicha herramienta en un número relevante de entidades públicas subnacionales.

3.4 [bookmark: _Toc359001075]Mejora en la ejecución y eficiencia del gasto[footnoteRef:40] [40:  En la tercera operación se propone modificar la denominación del componente 4, relativo al área de política vinculada al gasto público, a fin de resaltar la transición desde una perspectiva sólo focalizada en el control del gasto a una mirada orientada también a la ejecución y eficiencia del gasto.] 

Diagnósticos 2005 y 2009. Al tiempo de la preparación del primer préstamo, el interés se focalizaba en los costos fiscales asociados a un control débil en aspectos clave del gasto público[footnoteRef:41]. Básicamente, la mirada se orientó al gasto en salarios y pensiones, tanto en lo atinente a los incrementos de las respectivas planillas, como en lo que hace al control del fraude. En tal sentido, el Gobierno se encontraba encarando la construcción de una base de datos con parámetros biométricos, que permitiera reducir el fraude. [41:  Cabe tener presente que hasta 2005 Bolivia tenía déficit crónico del SPNF. En el año 2005, el déficit del SPNF fue del 2,5% del PIB.] 

En el periodo que medió entre el primer y el segundo préstamo, el GBO adoptó diversas medidas tendientes a lograr un mejor control del gasto público. Así, el diagnóstico de 2009 destacaba que una combinación de mejoramiento en los ingresos públicos y un prudente manejo del gasto, determinaron que Bolivia presentara superávit de Sector Público No Financiero (SPNF) a partir de 2006 y por tres años consecutivos, por primera vez en su historia económica reciente[footnoteRef:42]. [42:  Sin perjuicio de la mejora comentada, el diagnóstico llamaba la atención sobre la incidencia que podían tener sobre este resultado, las limitaciones en las capacidades de ejecución de ingresos extraordinarios provenientes del sector hidrocarburos por parte de algunos GSN; y de ejecución de mayores presupuestos de inversión pública, tanto por organismos como por parte de empresas públicas. De hecho, con posterioridad, el GBO ha procurado abordar la subejecución de recursos presupuestarios, sobre todo en materia de inversión pública a nivel subnacional.] 

Al mismo tiempo que mejoraron los números fiscales, el GBO estaba reorientando el enfoque en materia de gasto público, para gradualmente tender al análisis de la eficiencia en el uso de los recursos públicos.
Situación actual, avances y desafíos
En los últimos años, sin perjuicio de haberse incrementado la dependencia de los ingresos del sector de hidrocarburos, Bolivia ha mantenido la buena salud de sus cuentas públicas, conservando el superávit del SPNF. Cabe destacar este hecho, ya que dicho superávit se mantuvo aún en 2009, bajo los efectos de la difícil crisis financiera internacional, iniciada en los países centrales y que sacudió a la economía mundial. Ver gráfico siguiente.


[bookmark: _Toc357340705]Gráfico 5. Déficit / Superávit SPNF 1990-2012 -en % del PIB-
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Fuente: MEFP. 2012. Memoria de la Economía Boliviana.
Nota: 2012 estimado.

Gasto salarial. A lo largo del periodo de la serie programática, se nota que el gasto salarial aumentó en términos absolutos. De hecho, el incremento entre 2006 y 2011 supera el 90% en valores corrientes. No obstante, dicho incremento ha acompañado el crecimiento económico, por lo cual el comportamiento no ha tenido similar tendencia en términos del Producto Interno Bruto. En este caso, el gasto salarial entre 2006 y 2011 se ha mantenido entre el 9% y el 10,5% del PIB.
Las autoridades económicas bolivianas han venido adoptando diversas medidas vinculadas al gasto en planilla salarial. Desde 2009 en adelante se destacan: (i) fijación de topes a las remuneraciones (el límite máximo a cualquier retribución en el sector público boliviano viene dado por el sueldo del Presidente de la República)[footnoteRef:43]; (ii) en las entidades descentralizadas, autárquicas, desconcentradas y en las empresas públicas, se establecieron topes a las retribuciones de la Máxima Autoridad Ejecutiva, equivalentes a distintas categorías de remuneración en la AC; y (iii) se establecieron medidas para controlar la doble percepción. [43:  Con los procesos de nacionalización de empresas antes privatizadas, esta normativa de tipo general y transversal, ha sido revisada para exceptuar las remuneraciones de recursos humanos altamente especializados, de modo que dichas empresas mantengan su competitividad en cuanto a atraer y/o retener ese tipo de personal.] 

En este último sentido, se profundizó la aplicación del Sistema de Registro Biométrico (SRB), puesto en marcha en abril de 2005, así como el uso de cuentas bancarias individuales para los pagos a rentistas y servidores públicos. Se estima que la cobertura de ambos sistemas llega casi a la totalidad del universo de funcionarios de la AC y entes descentralizados. Adicionalmente, como se mencionó en la sección 2.5, la Ley Financial 2013 introdujo  disposiciones tendientes a ordenar la determinación de las estructuras salariales que deben regir los escalafones administrativos y operativos del Sector Público, considerando las particularidades de los distintos componentes del PGE.
[bookmark: _Toc357340706]Gráfico 6. Gasto salarial del SPNF 2002-2011 -valores corrientes y % del PIB-
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Notas: (i) Gasto salarial del SPNF, incluye Gobierno Central y Empresas Públicas. (ii) 2011 preliminar.
Fuente. MEFP. Dossier Fiscal Semestral 2012 (I Semestre). 
Gasto de capital. Una de las cuestiones que abordaron las autoridades fue procurar impulsar la ejecución de recursos presupuestarios destinados a la inversión de capital, sobre todo a nivel subnacional. De hecho, parte de los cambios en la normativa presupuestaria tiene por objeto mejorar el perfil de ejecución de la inversión pública. En el gráfico siguiente se presenta la evolución del gasto de capital entre 2002 y 2011, del que surge el incremento, en términos del PIB que ha mostrado el mismo entre 2007 y 2011, con la sola excepción del año 2010. Si se comparan el gráfico precedente y el siguiente puede notarse el cambio en la importancia relativa de ambas fuentes de gasto -salarios y capital- a partir de 2006 y, de manera más marcada, luego de 2007.
[bookmark: _Toc357340707]Gráfico 7. Gasto de capital del SPNF 2002-2011 -valores corrientes y % del PIB-
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Notas: (i) Gasto de capital del SPNF, incluye Gobierno Central y Empresas Públicas. (ii) 2011 preliminar.
Fuente. MEFP. Dossier Fiscal Semestral 2012 (I Semestre).
Gasto en Pensiones. De la misma manera que ocurre con el gasto salarial, el comportamiento de este componente del gasto es diferente según se analice su evolución en términos absolutos o como porcentaje del PIB. En efecto, en el periodo 2006-2011, el costo en pensiones, en valores corrientes, ha tenido un aumento superior al 8% promedio anual[footnoteRef:44]; en tanto que en términos del PIB, su participación se ha mantenido entre el 3% y el 3,4% pero mostrando una tendencia, en general, levemente declinante. Ver gráfico a continuación. [44:  Del total del costo en pensiones, aproximadamente un 20% corresponde a Compensación de Cotizaciones (CC). La CC es el reconocimiento que hace el Estado de los aportes realizados por los trabajadores al antiguo sistema de reparto, para que puedan acceder a la pensión a través de una Administradora de Fondos de Pensión.] 

[bookmark: _Toc357340708]Gráfico 8. Gasto en Pensiones 2002-2011 -valores corrientes y en % del PIB-
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Notas: (i) Incluye Fondo de Pensiones Básicas; COSSMIL[footnoteRef:45]; y Otros. (ii) 2011 preliminar. [45:  Corporación del Seguro Militar.] 

Fuente. MEFP. Dossier Fiscal Semestral 2002 (I Semestre).

El MEFP a través del Viceministerio de Pensiones y Servicios Financieros (VPSF) ha mantenido entre sus políticas el seguimiento permanente del otorgamiento de rentas y el control de los pagos, de modo de detectar y reducir el fraude, obteniéndose resultados en términos de detección de casos y de suspensión de pagos indebidos. Hasta el momento esta actividad se ha realizado con limitados cruces de información que realiza el SENASIR. No obstante, el desafío hacia adelante es profundizar estas acciones mediante la incorporación de cruces de datos con otros organismos, como lo son, la Autoridad de Fiscalización y Control de Pensiones y Seguros (APS); el Servicio General de Identificación Personal (SEGIP); y el Tribunal Supremo Electoral. Estos nuevos cruces de datos permitirían identificar, entre otras cuestiones, cédulas de identificación duplicadas, fallecidos, nuevas nupcias y nombres o datos de edad erróneos.
Transferencias del Tesoro General de la Nación (TGN). Un aspecto de importancia tiene que ver con el mayor volumen de transferencias producto tanto de la descentralización, como del impulso de acciones de política social en favor de la población más pobre y vulnerable.
Los programas de transferencias, condicionadas o no, forman parte de la política de redistribución de ingresos y constituyen instrumentos clave para la protección de la población más vulnerable, buscando reducir la pobreza con foco en la salud, la educación y el apoyo a la población adulta mayor. En tal sentido, cabe mencionar el Bono Juancito Pinto, el Bono Juana Azurduy; y la Renta Dignidad.
A noviembre de 2012, este conjunto de prestaciones sociales beneficiaba a 3.382.345 personas, equivalente al 31,5% de la población. El Bono Juancito Pinto, establecido para incentivar y apoyar la escolarización, alcanzaba a 1.688.268 beneficiarios. El Bono Juana Azurduy, para fortalecer la salud materno-infantil, dirigido a  madres gestantes y niños menores a 1 año, alcanzaba a 743.196 beneficiarios[footnoteRef:46]. [46:  Fuente de los datos: MEFP. Zoom Económico. N° 14. Año 2. Diciembre de 2012.] 

Los resultados de la política social del GBO, de la cual forman parte los programas de transferencias antes mencionados, resultan patentes cuando se observa la evolución de los indicadores de pobreza. Si bien la incidencia de la pobreza permanece en niveles elevados, los indicadores respectivos registran reducciones de importancia respecto de sus niveles históricos. Así, la incidencia de la pobreza moderada descendió del 51,1% en 2005 a 40,5% (urbana) y del 77,6% en 2005 a 64,2% en 2011 (rural), en tanto que la incidencia de la pobreza a nivel nacional descendió del 60,6% a 48,5%, entre 2005 y 2011. Por otra parte, la incidencia de la pobreza extrema tuvo un comportamiento similar, con una reducción para el mismo periodo, a nivel urbano de 24,3% a 14,5%, a nivel rural de 62,9% a 43,5%, y del 38,2% a 24,3% para el indicador a nivel nacional. Ver gráficos a continuación.
[bookmark: _Toc357340709]Gráfico 9. Incidencia de la pobreza moderada 2005-2011 (en %)
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Fuente: MEFP. Dossier Fiscal Semestral 2012 (I Semestre).
Notas: 2008 y 2009: preliminar; 2010 y 2011. Estimado por UDAPE.

[bookmark: _Toc357340710]Gráfico 10. Incidencia de la pobreza extrema 2005-2011 (en %)
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Fuente: Dossier Fiscal Semestral 2012 (I Semestre).
Notas: 2008 y 2009: preliminar; 2010 y 2011. Estimado por UDAPE.

La Renta Dignidad consiste en una prestación vitalicia y no contributiva dirigida a la población mayor de 60 años de edad y tiene el objetivo de mejorar la calidad de vida de los adultos mayores. La principal fuente de financiamiento de estas transferencias son los recursos provenientes del Impuesto Directo a los Hidrocarburos (IDH). La Renta Dignidad comenzó a abonarse en febrero de 2008 y a marzo de 2013 beneficiaba a 972.855 adultos mayores. De este total casi el 83% pertenece a la población no rentista[footnoteRef:47]. [47:  La población rentista percibe un monto menor de Renta Dignidad que los beneficiarios no rentistas.] 


[bookmark: _Toc357340711]Gráfico 11. Renta Dignidad. Tipo de Beneficiario
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Fuente: MEFP. VPSF. Boletín Mensual de Pensiones. Marzo 2013.


[bookmark: _Toc357340712]Gráfico 12. Renta Dignidad. Importes pagados 2008-2012


Fuente: MEFP. VPSF. Boletín Mensual de Pensiones. Diciembre 2011 y Marzo 2013.

A fin de llevar un mejor control tanto del gasto en pensiones como de las transferencias por Renta Dignidad, el GBO ha entendido necesario aplicar el sistema de registros biométricos a la población de rentistas, incluyendo tanto a derechohabientes como a titulares y a los beneficiarios de la Renta Dignidad, en particular con focalización en la población no rentista. 
Por otra parte, en el periodo 2005-2011, las transferencias a entidades subnacionales, pasaron de un 8,7% del PIB en 2005, a un 12,2% del PIB en 2012, manteniéndose entre el 10,5% y el 11,4% del PIB en los restantes años del periodo.

[bookmark: _Toc357340713]Gráfico 13. Transferencias a ESN 2005-2012 -valores corrientes y en% del PIB-


Nota: Incluye transferencias a Gobernaciones Departamentales, Municipios y Universidades.
Fuente: MEFP. Memoria de la Economía Boliviana 2012.

El GBO ha venido produciendo distintas medidas para mantener un adecuado control de las finanzas públicas y, en particular, del gasto de las ESN. No obstante, se identifican retos hacia adelante. Se ha mencionado previamente la importancia de continuar la política tendiente a controlar el fraude en el sistema previsional, así como incorporar a dichos controles a la Renta Dignidad. Ello a través de profundizar el control de pagos indebidos, los cruces de información de distintas bases de datos de organismos públicos y expandir el SRB tanto entre rentistas como entre beneficiarios de la Renta Dignidad no rentistas.
No obstante, surgen también desafíos que hacen no sólo a continuar con el control de rubros clave del gasto público, sino que apuntan a mejorar la ejecución y eficiencia de dicho gasto.
Información gerencial. Un aspecto de importancia a tener en cuenta es la calidad y cantidad de información disponible para la toma de decisiones. Cabe recordar que entre las metas de la segunda operación se incluyó el desarrollo de la herramienta de apoyo a la generación de información gerencial relativa a la ejecución presupuestaria del GC, las entidades territoriales y las empresas públicas. En tal sentido, el MEFP ha desarrollado esta funcionalidad como parte del SIGEP y funciona sobre plataforma web. El desafío, entonces, radica en su implementación, para que pueda convertirse en instrumento útil para los decisores públicos. 
Compras públicas. Uno de los factores críticos identificado por el MEFP, que inciden en la posibilidad de mejorar la eficiencia del gasto, se vincula con los procesos de adquisiciones públicas. Como problema general se ha identificado que la ejecución de compras públicas no cumple con la planificación y los proyectos y la provisión de bienes y servicios públicos se atrasan. El GBO está interesado en agilizar las contrataciones, en especial, de un conjunto de entidades que representan el mayor gasto e inversión pública.
El análisis realizado por el GBO, con el apoyo del Banco[footnoteRef:48], respecto de las compras públicas identificó que casi el 80% de los contratos públicos se efectúan a través de la modalidad de Licitación Pública (LP) y de Apoyo Nacional a la Producción y el Empleo (ANPE). El examen identificó numerosas debilidades, si bien las dificultades para adjudicar LP y ANPE son distintas. [48:  El GBO solicitó la asistencia técnica del Banco. Así, se realizó, en marzo de 2011 un diagnóstico sobre las compras públicas en Bolivia. Asimismo, se conformó un grupo de trabajo GBO-BID para analizar las debilidades del sistema y proponer recomendaciones. En ese marco se propuso la formación del Registro Único de Proveedores del Estado como estrategia para fortalecer los procesos de adquisiciones públicas.] 

En el caso de ANPE el principal inconveniente es que no se presentan proveedores; en el caso de las LP el principal problema es la descalificación de empresas por requerimientos técnicos y/o administrativos subsanables. De hecho, la excesiva rigidez de los procedimientos no admite la subsanación por problemas formales, lo cual conlleva a rechazar ofertas. Ambos tipos de problema (en ANPE y en LP) conducen a procesos declarados desiertos.
Las estadísticas del Gobierno  indican que dentro de las posibles razones por las cuales las licitaciones y contrataciones se declaran desiertas, cerca de la mitad (41%) de las veces ocurre porque las ofertas contienen defectos en la presentación de la información del oferente[footnoteRef:49].  El sistema nacional de contrataciones no permite subsanar dichos defectos por menores o formales que sean, induciendo que sólo sea posible procesar una oferta cuando ella contiene desde un inicio toda la información requerida. En otras palabras, las prácticas vigentes no admiten subsanar ni completar el menor de los defectos ni tampoco pedir información histórica asociada a las calificaciones de los oferentes. La no presentación del documento desde un comienzo genera la inmediata descalificación. [49:  Se trata de documentos que denotan su capacidad técnica, legal, administrativa y financiera.] 

El otro problema identificado está asociado al manejo de la documentación que debe ser utilizada en la etapa que conduce a la suscripción del contrato, es decir, luego de la adjudicación. Esta fase, que básicamente consiste en el cotejo de documentación, sellos y firmas, ocupa más del 50% del tiempo total del proceso. No obstante, el tiempo dedicado a la revisión de la documentación, no parece tener la efectividad suficiente ya que, al mismo tiempo, el GBO identifica una dificultad adicional consistente en la ausencia de herramientas sólidas para evitar la presentación de documentación falsa durante el proceso de selección[footnoteRef:50]. [50:  En el curso de la ejecución del contrato de préstamo 1091/SF-BO, la DGSGIF reportó 7 casos de falsedad documental en una muestra de 20 licitaciones. De hecho la Oficina de Integridad Institucional del Banco hizo una misión especial en Bolivia enfocada en la falsedad de documentos en LP, atento a que la Representación en Bolivia es la que más casos y denuncias aporta por prácticas corruptas, fraude y corrupción.] 

A los fines de abordar las debilidades encontradas, el GBO ha planteado mejorar la política de contrataciones estatales a través de distintas medidas, tales como mejorar la normativa y fortalecer los Documentos Base de Contratación (DBC), relevar y difundir buenas prácticas en adquisiciones y mejorar las herramientas aplicadas en los procesos de compras públicas.
En tal sentido, el GBO y el Banco identificaron como medida para mitigar las deficiencias encontradas, avanzar en la estructuración de un Registro Único de Proveedores del Estado (RUPE)[footnoteRef:51]. Se estima que dicho Registro habrá de permitir (i) simplificar la compilación y obtención de documentación legal, técnica y financiera de los potenciales oferentes; (ii) simplificar la revisión de documentación en la fase de evaluación de ofertas; (iii) simplificar la tarea de verificación de documentos originales luego de la adjudicación y previo a la suscripción del contrato; y (iv) prevenir la presentación de documentación falsa en las licitaciones. [51:  Los párrafos que siguen se basan en el documento producido por el grupo de trabajo GBO-BID, mencionado en nota 49. MEFP. BID. Registro Único de Proveedores del Estado – Bolivia. Estrategia de racionalización de tiempos en las compras públicas del país y su posible uso en operaciones del Banco.] 

Experiencias con este tipo de instrumentos orientado a la simplificación y validación de documentación rutinaria de proveedores, han permitido que entidades públicas compradoras inviertan su tiempo en revisar las mejores ofertas, los mejores precios, las mejores soluciones y alternativas técnicas ofertadas y la forma como lo ofrecido satisfará los intereses de la entidad, para trasladar el costo administrativo de revisión de documentación a los Registros, en el entendido que dicha tarea no brinda valor agregado a la gestión de abastecimiento de la entidad.  Con la implementación del RUPE se espera que el comprador público boliviano pueda hacer un uso más efectivo de su tiempo, aplicándolo en seleccionar la mejor oferta en lugar de utilizarlo en la revisión de datos de los proveedores.
En lo que hace a los distintos tipos de soluciones al respecto, la Red Interamericana de Compras Gubernamentales ha advertido que los Registros de Proveedores operando en la región pueden verse limitados en caso que no se aproveche la información acreditada en otras instancias públicas. En tal sentido, Bolivia apuesta a un RUPE operando con una estrategia de interoperabilidad. De hecho, se estima que el RUPE podrá tomar información de FUNDEMPRESA (Registro Mercantil de Empresas), Servicio Nacional de Impuestos, bancos comerciales y Servicio  General de Identificación Personal[footnoteRef:52]. Se estima que el RUPE entregará un Certificado de Inscripción, con la información clave del proveedor. [52:  FUNDEMPRESA: status legal de la empresa y registro empresarial; SIN: número de identificación tributaria (NIT) y facturación multianual; bancos comerciales: información financiera del proveedor; SEGIP: status legal de consultores individuales.] 

Se espera que la implementación del RUPE permita ahorrar entre 20 y 30 días en las adquisiciones y reducir los costos de transacción[footnoteRef:53]. Cabe entonces apoyar la creación del RUPE como herramienta para mejorar tanto el proceso de contrataciones públicas como su transparencia. [53:  Ahorros para los proveedores en la tarea de compilación y presentación de documentos y ahorros a las entidades públicas por eliminar la necesidad de revisión de información de las empresas oferentes, tanto durante la evaluación como para la suscripción de los contratos.] 

Por otra parte, en materia de herramientas, el MEFP considera de importancia mejorar y modernizar el Sistema de Contrataciones Estatales (SICOES). Este sistema que data de 2002, buscó dar transparencia a los procesos de adquisiciones públicas.
El SICOES es un sistema de registro y difusión de información, que publica información de contrataciones a través de su sitio web. El MEFP se propone avanzar de la fase informativa a la fase transaccional, que permita la modernización del sistema mediante la implementación de medios electrónicos para la ejecución del proceso mismo de contratación, integrando las operaciones de compra con el SIGEP. Se espera, asimismo, que la modernización del sistema permita agilizar los procesos, contribuya a su desburocratización y simplificación y mejore la transparencia. 
Proyectos específicos. Complementariamente, se ha identificado la necesidad de mejorar la gestión de los recursos canalizados a través de proyectos financiados con recursos externos, para lo cual resulta necesaria la implantación de un módulo específico en el nuevo SIGEP. 
Seguimiento de las Empresas Públicas Nacionales (EPN). Por otra parte, en la segunda operación se señalaba la importancia de un adecuado control del gasto de las empresas públicas. Sin embargo, uno de los principales problemas al respecto consistía en la incompatibilidad de los planes de cuentas utilizados en el GC y las empresas públicas. Esta situación dificultaba la gestión, seguimiento y evaluación del gasto realizado por estas últimas. En este aspecto, se planteó la necesidad de generar la normativa que estableciera el plan de cuentas armonizado para las empresas públicas.
Al presente, en el ámbito del MEFP y con apoyo del Banco, se ha elaborado dicho plan de cuentas, el que ha sido aprobado por el MEFP. No obstante ello, aún no ha comenzado su implementación. A los fines de avanzar con dicha implantación, se requiere contar con el respectivo módulo de contabilidad que permita el registro de la contabilidad de las empresas, de acuerdo al nuevo plan de cuentas armonizado. Con todo, dado que el SIGMA será progresivamente reemplazado por el SIGEP, se entiende que dicho módulo debería ser desarrollado e implantado en este último sistema. Sin perjuicio de ello y mientras esta actividad se desarrolla, es necesario progresar en el monitoreo de este componente del gasto. Así, se estima del caso apoyar al MEFP en su política de seguimiento y evaluación de las actividades económicas, financieras y de gestión de las EPN.

3.5 [bookmark: _Toc359001076]Medidas de incremento de la transparencia y combate de la corrupción
Diagnósticos 2005 y 2009. En 2005 el diagnóstico se focalizó en el desarrollo y consolidación de mecanismos institucionales para mejorar la transparencia, la rendición de cuentas y  el acceso a la información; así como para minimizar la corrupción en la Administración Pública.
Para la segunda operación, el GBO había realizado importantes avances en cuanto a diseñar e implantar una política específica para el sector. De hecho, el enfoque adoptado por el Gobierno le brindó al tema una nueva institucionalidad. En febrero de 2006 se creó el Viceministerio de Transparencia y Lucha contra la Corrupción y, en 2009, al amparo del mandato de la nueva CPE,  se creó el Ministerio de Transparencia Institucional y Lucha contra la Corrupción (MTILC), integrado por los Viceministerios de Prevención de la Corrupción, Promoción de Ética y Transparencia (VPCPET) y el Viceministerio de Lucha contra la Corrupción (VLC). Entre sus primeras acciones, el Ministerio elaboró la Política Nacional de Transparencia y Lucha contra la Corrupción (PNTLC).
Posteriormente, se puso en ejecución el Programa de Transparencia, que representó el primer producto de la PNTLC y proponía constituirse en un eje transversal de mejora en la eficiencia de la gestión pública en lo que hace a evitar actos de corrupción. El mismo se orienta a generar una cultura de transparencia en entidades públicas. El Programa está constituido por cuatro componentes: (i) acceso a la información; (ii) ética pública; (iii) rendición de cuentas; y (iv)  control social. Este Programa se aplicó en 2007 como piloto y en 2008 comenzó su implementación oficial.
En materia de control interno, la Contraloría General del Estado (CGE) a través de la Subcontraloría de Control Interno (SCI) había avanzado en materia de cobertura de control interno, normatividad y estandarización de informes y amplitud de los temas controlados. Asimismo, la SCI estaba procurando ampliar el alcance del control interno, iniciando relevamientos de procesos administrativos, para realizar análisis de riesgos. Esta tarea se concentraba en entidades que se consideraban estratégicas, sea por el volumen de recursos que manejaban o por su impacto social. Al momento, se habían seleccionado las 9 Prefecturas, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB), MEFP, Administración Boliviana de Carreteras (ABC), COMIBOL, Aduana, y SIN. No obstante, por tratarse de una actividad que se había iniciado recientemente, no se contaba con los resultados de los relevamientos ni con una evaluación de la gestión de control efectuada.
Sin perjuicio de los avances comentados más arriba, el sistema de control interno boliviano seguía siendo débil. En tal sentido, la CGE identificaba problemas en el funcionamiento de las Unidades de Auditoría Interna (UAI), producto sobre todo de su dependencia funcional de las MAE. De hecho, la posición de Auditor Interno se cubría con nombramientos de confianza y no había exigencias o requisitos profesionales establecidos que los titulares de las UAI debieran cumplir para acceder a dicha posición. Estas circunstancias incidían en la independencia de la Unidad, limitaban las posibilidades de un control interno efectivo y afectaban la profesionalización de la función.
Situación actual, avances y desafíos
En el marco de la segunda operación se aprobó un Decreto Supremo tendiente a mitigar las debilidades institucionales de las UAI, proponiendo, con relación a las designaciones de Auditor Interno: (i) eliminación de nombramientos de confianza; (ii) carrera administrativa; (iii) selección por convocatoria; (iv) requisitos profesionales mínimos; y (v) estabilidad en el cargo. Asimismo, posteriormente, la CGE elaboró un Plan Estratégico para su Fortalecimiento y Modernización Institucional.
Por su parte, el MTILC comenzó a instrumentar el programa de rendición pública de cuentas. Así, la segunda operación incluyó como meta que 20 Ministerios realizaran rendición pública de cuentas, condición que fue cumplida. 
El Gobierno boliviano ha continuado avanzando en la institucionalización del combate a la corrupción y en la generación de mecanismos para minimizar la posibilidad de hechos de corrupción en el sector público. Forma parte de estos esfuerzos, la implementación de procedimientos de rendición pública de cuentas y mecanismos de control social. Con todo, el desarrollo de estas herramientas requiere consolidación. Los desafíos hacia adelante continúan siendo la consolidación y expansión de la Política de Transparencia y, en particular, el mejoramiento y ampliación de los mecanismos de control social y rendición de cuentas.
Cabe entonces continuar apoyando los esfuerzos del GBO en el sentido de expandir la modalidad de rendición de cuentas, incorporando el nivel subnacional, es decir, gobernaciones y municipios. A estas acciones cabría sumar el completamiento del marco normativo, mediante la aprobación de la norma que regule el control social.
Por último, se suma a la profundización de estas políticas el ya mencionado abordaje de las compras públicas (ver sección 3.4). La política de mejora en las contrataciones estatales se complementa con el necesario ingrediente de mejora de la transparencia. En tal sentido, es del caso  apoyar la política del GBO orientada a ampliar el acceso a la información mediante la publicación en línea de un Catálogo de Proveedores, a nivel nacional que brinde información sobre la oferta de bienes y servicios.
4. [bookmark: _Toc359001077]Consideraciones finales
El presente documento forma parte de las acciones emprendidas en la etapa de preparación de la tercera operación del préstamo de apoyo de reformas de política programático Programa de Apoyo a la Efectividad del Gasto Público III (BO-L1081). El mismo consiste en una actualización del diagnóstico de las operaciones anteriores, motivo por el cual, se tomó como referencia las cuatro áreas de política en las que se estructura la operación.
Institucionalmente, durante el periodo de la serie programática, Bolivia vivió un proceso de transición orientado a adecuar la visión y funcionamiento del Estado, al mandato de la nueva CPE. 
El nuevo texto constitucional provee una nueva concepción de la relación Estado-Sociedad, de los principios que guían el accionar del Estado y, en fin, de la visión y estructura del Estado. Estos cambios, a su turno, llevan a un nuevo enfoque de la gestión pública e impactan en la gestión de las finanzas públicas. 
Ello ha implicado, por una parte, elaborar la nueva visión de la gestión pública y luego, la generación de marcos normativos acordes al mandato constitucional. Al presente, se cuenta con el marco legal para las autonomías, al haberse dictado la LMAD. Esta norma y los cambios en las Leyes Financiales han permitido ir adaptando el marco legal al contexto provisto por la CPE. Con todo, el proceso de formación del nuevo marco normativo ajustado a la CPE está aún en curso, ya que al momento no se cuenta con el proyecto de Ley de Gestión Pública y permanecen vigentes normas que responden a la anterior visión del Estado, como la Ley SAFCO y la Ley de Administración Presupuestaria.
La manera en que la nueva concepción de la gestión pública habrá de cristalizarse e implementarse es una pregunta que continua teniendo una respuesta abierta y sobre la que están trabajando las autoridades bolivianas. 
En este reporte, al abordar cada una de las áreas de política, se han ido examinando los avances y logros y los retos hacia adelante, proponiéndose un conjunto de metas y acciones que podrían incorporarse a la matriz de políticas de la operación en preparación. Estas acciones han formado parte de la discusión con las autoridades bolivianas pero aún tienen carácter de propuesta para la discusión y el consenso.
En lo que hace a la integralidad y calidad del proceso presupuestario, a modo de síntesis podría decirse que las líneas de actuación se concentran en cuatro temas: (i) marco normativo; (ii) avance en la integración del ciclo presupuestario; (iii) fortalecimiento del herramental aplicado, con el presupuesto plurianual y el marco macro-fiscal; y (iv) fortalecimiento de las capacidades.
En cuanto a la integración de sistemas de gestión fiscal en la AC y los GSN, cabe puntualizar que la perspectiva para esta tercera operación es más amplia, ya que va más allá del sistema de administración financiera, como fue en las dos operaciones previas. De hecho, en sintonía con los objetivos del GBO, la operación apunta a una integración de sistemas abarcativa de otros aspectos de la gestión fiscal. En esta materia, cabría considerar impulsar tanto la consolidación de la política de estandarización y centralización de la información fiscal a nivel central y  subnacional, como avanzar en la política de intercambio de información clave para las finanzas públicas, estableciendo los protocolos respectivos entre SISIN web y SIGEP.
En lo atinente al SIGEP es del caso avanzar en la implementación del SIGEP subnacional -incluyendo su versión SIGEP móvil para municipalidades sin conexión a Internet- y, por otra parte, considerar un plan de acción que contemple el desarrollo e implantación del SIGEP, con el cual en el mediano plazo se sustituirá al SIGMA en todos los niveles de gobierno, incluida la AC. 
Complementariamente a estos desarrollos, se plantea mejorar la información fiscal con la que se cuenta, mediante la implementación de una nueva plataforma informática de recopilación de datos financieros para la generación de cifras fiscales.
En los últimos años, Bolivia ha realizado un manejo prudente de sus cuentas públicas con lo cual ha logrado superávit del SPNF, manteniendo un leve superávit aún durante la crisis financiera internacional de 2009. Los componentes del gasto que resultaban de mayor interés en 2005 eran la planilla salarial y el costo de pensiones. Posteriormente, al amparo de la descentralización y de la política de combate a la pobreza y exclusión, crecieron en importancia las finanzas territoriales y el gasto social.
En orden a sostener la solvencia fiscal, el MEFP continúa procurando mantener un adecuado control del gasto y del endeudamiento subnacional. En tal sentido, en los últimos años se ha apuntado a analizar y mejorar la ejecución del gasto y la eficiencia del uso de los recursos públicos. En esta materia, la subejecución de la inversión pública, la acumulación de saldos líquidos por parte de las ESN y la calidad de los procesos de contrataciones, han sido materia de preocupación por parte de las autoridades nacionales. De tal manera, para esta tercera operación se proponen medidas que: (i) se orienten a contar con información gerencial oportuna y confiable para la toma de decisiones, tanto del GC como de las entidades territoriales y empresas públicas; (ii) continúen fortaleciendo el seguimiento, análisis y evaluación de los principales componentes del gasto; y (iii) mejoren la ejecución de los procesos de compras públicas.
En lo que hace a control interno, ha habido progresos en cuanto a cobertura del control interno y normativa y estandarización. Así como también, en intentar auditorías de desempeño con la vista puesta en encarar análisis de riesgos. Adicionalmente, la CGE ha avanzado en la generación de normas para la formación, regulación y profesionalización de las UAI y en el desarrollo de un Plan Estratégico de Fortalecimiento y Modernización Institucional.
En cuanto a transparencia y combate a la corrupción, se encuentra en ejecución el Programa de Transparencia, en cuyo marco los entes públicos deben rendir cuentas de su gestión, en audiencia pública. Cabría entonces continuar apoyando esta política, de modo que la modalidad de rendiciones de cuenta se expanda, profundice y consolide, alcanzando no solamente a la AC, sino también a los niveles subnacionales, los organismos descentralizados y, hacia futuro, las empresas públicas. Adicionalmente, será de importancia avanzar en el completamiento del marco normativo, por ejemplo, mediante la ley que regule los mecanismos para canalizar el control social y avanzar en la mejora de la transparencia en los procesos de compras públicas.
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Fuente: MEFP. VMPCF. DG Programación y Gestión Presupuestaria. Preparado para la misión de análisis del proyecto BO-L1081, marzo 2013.
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1YPFB

art. 17 Ley 

Nº211 y art. 25 

Ley Nº317 

9.100.000.000 0 0 0 2.486.663.658

Planta de Úrea amoniaco Carrasco Cochabamba y Planta 

de Separación de Líquidos.

2YPFB art 46 PGN 2009 7.173.248.660 4.879.000.000 2.687.834.176 2.639.420.260 978.885.969

Financiar proyectos de industrialización en el sector de 

hidrocarburos.

4ENDE

art. 13 Ley 

Nº062 y art. 22 

Ley Nº317

4.879.000.000 2.421.325.641 1.768.780.307 1.768.780.307 425.670.860

Financiar proyectos de inversión productiva y/o realizar 

aportes de capital a sus empresas subsidiarias.

5ENDE

art. 12 Ley 

Nº291

2.088.000.000 0 0 0

Proyecto Hidroeléctrico San José de Cochabamba por 

Bs.1.044.000.000.- y Bs.1.044.000.000.-para la 

Termoeléctrica de Warnes (ENDE podrá realizar aportes de 

capital a sus empresas subsidiarias)

6EASBA art. 9 Ley Nº050 1.254.600.000 1.254.600.000 1.051.700.679 266.055.868 651,018,555*

Financiar el proyecto Implementación de la Planta 

industrial San Buenaventura, comprende las construcción 

de obras civiles, compra e instalación de maquinaria e 

Ingeniería básica.

7EASBA art 19 Ley Nº211 245.000.000 0 0 0

Financiar el proyecto Implementación de la Planta 

industrial San Buenaventura, comprende las construcción 

de obras civiles, compra e instalación de maquinaria e 

Ingeniería básica.

8

COMIBOL 

FASE II

art. 13 Ley 

Nº062

801.050.000 801.050.000 137.431.927 127.064.220 480.189.713

9

COMIBOL 

FASE III

art. 13 Ley 

Nº062

35.350.000 35.350.000 24.612.429 738.501 22.281.947

10COMIBOL 

art. 33 Ley 

Nº211

5.332.050.000 0 0 0 374.214.136

31.958.298.660 9.391.325.641 5.670.359.518 4.802.059.156 4.767.906.283

Fuente: MEFP. VPCF. Mayo de 2013.

OBJETO DEL CRÉDITO

Inversión en la producción e industrialización de 

carbonato de litio, cloruro de potasio, y otros productos de 

la cadena evaporítica, ya sea como inversión directa o 

aporte de capital a través de una asociación con empresas 

que aporten tecnología, para la fabricación de materiales 

de cátodo, electrolitos y baterías de ion-litio.

CRÉDITOS DEL BANCO CENTRAL DE BOLIVIA A ENTIDADES PÚBLICAS

N° EMPRESA  NORMA

MONTO 

AUTORIZADO

MONTO 

CONTRATADO

TOTAL 

DESEMBOLSADO

TOTAL EJECUTADO

TOTAL

*Reprogramación de los saldos no ejecutados en la gestión 2012

2013
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FASE DE LA GESTIÓN 

PRESUPUESTARIA

NORMA

FECHA 

APROBACIÓN

DESCRIPCIÓN

DecretoSupremoNº429ModificalaEstructura

del Organo Ejecutivo.

10/02/2010

ElDecretoSupremo(DS)Nº29894de07/02/10atribuíaalMPDcompetenciassobreelPresupuestoPlurianualyel

MarcoMacroFiscal,conelDSN°429estasatribucionespasaronalMEFP.Sedestacalaincorporaciónde"Formular,

desarrollaryreglamentarlapolíticafiscalypresupuestariaplurianualdemedianoylargoplazosobrelabasedelPlan

General de Desarrollo Económico y Social (PGDES), en coordinación con los Ministerios correspondientes".

Ley Nº 31 Marco de Autonomías y

Descentralización.

19/07/2010

Enrelaciónalaplanificación,elart.8establecequedentrodelasatribucionesbásicasdelasautonomías,estálade

impulsareldesarrollointegral,productivoysocialmediantelareglamentacióndelaspolíticaspúblicas.Elart.9

establecequelaautonomíaseejerceatravésde:laplanificación,programaciónyejecucióndesugestiónpolítica,

administrativa,técnica,económica-financiera,culturalysocial.Elartículo18,señalaquelasautonomíasconstituyen

espaciosdeplanificaciónygestióndelaadministraciónpública.Asimismo,cabeconsiderarelTítuloVIICoordinación

entreelNivelCentraldelEstadoylasEntidadesTerritorialesAutónomas,CapítuloIVPlanificación(arts.130-131).Dela

mismamanera,elart.114parágrafoIIIseñalaqueenlaplanificaciónlasentidadesterritorialesautónomasdeben

garantizar la sostenibilidad financiera en el mediano y largo plazo.

ResoluciónMinisterialNº205quemodificael

nombre de la Unidad de Gestión Presupuestaria.

30/07/2010

Modificaelnombredelacitadaáreaorganizativaa"UnidaddeGestiónPresupuestariayPresupuestoPlurianual"enel

marcodelDSNº429de10/02/10.Estaáreaeslaencargadadellevaradelantelametodologíaeimplementacióndel

Marco Macroeconómico Fiscal y el Presupuesto Plurianual.

ResoluciónMinisterialNº208Modificacionesal

ManualdeOrganizaciónyFunciones(MOF)del

MEFP.

03/08/2010

ConelobjetodellevaradelantelasnuevasatribucionescontempladasenelDSNº429de10/02/10seapruebanlas

modificacionesalMOFincorporandolasnuevasatribucionesdelMEFPasícomodelViceministeriodePresupuestoy

ContabilidadFiscal,DirecciónGeneraldeProgramaciónyGestiónPresupuestariaydelaUnidaddeGestión

Presupuestaria y Presupuesto Plurianual, respecto al Marco Macroeconómico Fiscal y Presupuesto Plurianual.

Resolución Biministerial Nº 017 Directrices

Presupuestarias 2011.

20/08/2010

TítuloIIILaGestióndelaPlanificación(arts.6-11).Asimismoelart.11hacereferenciaalaplanificacióndemediano

plazo, con la incorporación del Presupuesto Plurianual.

Ley Nº62 PresupuestoGeneral delEstado

2011.

28/11/2010

Paraformular,desarrollaryreglamentarlapolíticafiscalypresupuestariademedianoylargoplazoenelmarcodel

PlanGeneraldeDesarrolloEconómicoySocial(art.40);estoconelobjetodeimplementarapartirde2012elMarco

Macro Fiscal y el Presupuesto Plurianual, articulados a los lineamientos del PGDES.

Resoluciones Ministeriales N°307 y N°431

05/08/2011 y

10/07/2012

EstablecenlasdisposicionespararealizarlaformulaciondelPGEanualyplurianual.Seincluyeunmanualparael

llenado de las herramientas que relacionan la planificacion con el presupuesto, a corto y mediano plazo.

PLANIFICACIÓN
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FASE DE LA GESTIÓN 

PRESUPUESTARIA

NORMA

FECHA 

APROBACIÓN

DESCRIPCIÓN

ResoluciónAdministrativaNº167Formularios

POA - Presupuesto.

24/08/2009

AdicionalmentealasDirectricesPresupuestariasdondesecontemplalametodologíadeFormulaciónPresupuestaria,

se añade este instrumento para la articulación del Plan Operativo Anual (POA) y Presupuesto.

Ley Presupuesto General del Estado 2010

aprobado por fuerza de Ley.

30/12/2009

ContempladisposicionesespecíficassobreregistrodePresupuestosInstitucionales,PresentacióndeInformacióne

Inmovilización de Recursos Fiscales (arts.5-11), registro y reversión de recursos fiscales (arts.12-17).

Ley Nº 31 Marco de Autonomías y

Descentralización.

19/07/2010

Ladistribuciónyejecuciónderecursosylacuestionesrelativasaladisciplinafiscal,asícomoalacalidaddegasto,

estáncontenidasenlasDisposicionesTransitoriasdelaLey(Disp.Trans.Primera-DecimoPrimera).Establecenlos

límitesdegastocorriente,lasfuentesdefinanciamientoasertranferidasporelTGNyaspectosbásicosenloreferente

alatributaciónydestinodelgasto.Asimismo,losarts.113-116serefierenalaadministraciónpúblicayproceso

presupuestario en lo concerniente a las Directrices de formulación del Nivel Central del Estado.

Resolución Ministerial Nº 224 Clasificador

Presupuestario 2011.

18/08/2010

EstablecelosClasificadoresInstitucionales,deRecursos,Gastos,FuentesyOrganismosFinanciadores,Finalidady

Función del gasto, Sector Económico y Geográfico; que sirven de lineamientos para la formulación presupuestaria.

Resolución Biministerial Nº 017 Directrices

Presupuestarias 2011.

20/08/2010

TítuloIVPolíticaPresupuestaria-LineamientosdePolíticaPresupuestaria,GestiónPresupuestaria,Programaciónde

la Ejecución Presupuestaria, Programación de Gastos (arts. 12-32).

Ley Nº62 PresupuestoGeneral delEstado

2011.

28/11/2010

AlmargendeincluirporprimeravezatodaslasEntidadesdelSectorPúblico,asimismoestratadaporprimeravezen

la Asamblea Legislativa Plurinacional; establece Registro de Recursos (arts 5-12).

LeyNº211 PresupuestoGeneraldelEstado

2012yLeyNº317delPrespuestoGeneraldel

Estado 2013.

23/12/2011 

y 11/12/2012

SemantienelavigenciadelasdisposicionesdelaLeydelPGE2010yLeyNº062,relacionadasaprogramación,para

su implementación en las gestiones 2012 y 2013.

Resoluciones Ministeriales N°307 y N°431.

05/08/2011 y

10/07/2012

EstablecenlasdisposicionespararealizarlaformulaciondelPGEanualyplurianual.Seincluyeunmanualparael

llenadodelasherramientasqueestablecenlametodologiayelámbitodeaplicación-empresaspúblicasnacionales

estratégicas,AdministradoraBolivianadeCarreteras(ABC),FondodeInversiónProductivaySocial(FPS),Fondo

NacionaldeDesarrolloRegional(FNDR),AutoridaddeFiscalizaciónyControlSocialdeTelecomunicacionesy

Transportes(ATT),ServiciodeImpuestosNacionales(SIN),AduanaNacional(AN)ylosProgramasdelTesoroGeneral

de la Nación (TGN)- para la programacion de recursos en el corto y mediano plazo, incluye los parametros sectoriales y 

la distribución a nivel de programas para el presupuesto plurianual.

PROGRAMACIÓN
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FASE DE LA GESTIÓN 

PRESUPUESTARIA

NORMA

FECHA 

APROBACIÓN

DESCRIPCIÓN

Decreto Supremo Nº 29881 Reglamento de

Modificaciones Presupuestarias.

07/01/2009

Establece de manera específicalos tiposde modificiones,los requisitosy laforma deaprobación delas

modificacionespresupuestariasintrainstitucionales,interinstitucionalesyadicionalesenlospresupuestosdelas

Entidades del Sector Público.

DecretoSupremoNº014ReglamentoalaLey

PGE 2009.

19/02/2009

ContempladisposicionesparaoperativizarlaspolíticasylineamientosestablecidasenelPGE2009,entreloscuales

seencuentranDisciplinayGestiónPresupuestaria(arts.3-7),RemuneraciónenelSectorPúblico(arts.8-13),de

RecursosFiscalesyGestiónPresupuestaria(arts.14-19),InscripciónyEjecucióndeRecursos,asícomoSeguimiento

yEvaluacióndelSectorProductivo(arts.20-28),TransparentacióndelosGastosdelSectorDefensayPolíciaBoliviana

(art.28).

Ley Presupuesto General del Estado 2010

aprobado por fuerza de Ley.

30/12/2009

ContempladisposicionesespecíficassobrePresentacióndeInformacióneInmovilizacióndeRecursosFiscales(arts.5-

11),RegistroyReversióndeRecursosFiscales(arts.12-17),RemuneracionesalosServidoresPúblicosyConsultores

(arts.18-26),DisciplinayGestiónPresupuestariaenexPrefecturasDepartamentales,MunicipiosyUniversidades

Públicas(arts.27-38),DisciplinayGestiónPresupuestariaenelSectorProductivo(arts39-48),DisciplinayGestión

PresupuestariaenelSectorDefensayPolicíaNacional(arts.49-50),ademásdelSistemadeGestiónFiscaldelSector

Público (arts.51-53).

DecretoSupremoNº430ReglamentoalaLey

PGE 2010.

10/02/2010

ContempladisposicionesparaoperativizarlaspolíticasylineamientosestablecidasenelPGE2010,talescomo

DisciplinayGestiónPresupuestaria(art.3-6),DisciplinaFiscal(arts.7-10),RemuneracionesenelSectorPúblico

(arts.11-16), entre otras.

Ley Nº 31 Marco de Autonomías y

Descentralización.

19/07/2010

ElTítuloIVderégimencompetencial,desarrollalascompetenciasasignadasalasautonomías,aserimplementadasy

ejecutoriadasensusdiferentesespaciosdeplanificación,enloreferenteasalud,educación,medioambiente,

patrimoniocultural,etc.ElTítuloVIRégimenEconómicoFinanciero,contemplalosLineamientosGenerales(art.102),

delosRecursosFiscales(Arts.103-107),Disciplina fiscal,administración yejecución derecursos asícomo

Responsabilidad Fiscal (arts.108-116).

Ley Nº 50 Modificatorio del PGE 2010. 09/10/2010

Contienedisposicionessobredisciplinafiscalentreloscualessetiene:destinodelastransferencias(art.3),

cumplimientodeplazosdedesembolsoyencréditosexternos(art.7),DébitoAutomático(art.14),SaldosdeCajay

Bancos (art.15), Transferencias Público-Privadas (art.18).

Ley Nº62 PresupuestoGeneral delEstado

2011.

28/11/2010

EstablecedisposicionessobreTransferenciaseInversionesenelSectorProductivoySocial(Arts5-12)Disciplina

Fiscal (Arts. 21-24) y Política Salarial (Arts 25-30).

LeyNº211 PresupuestoGeneraldelEstado

2012.

23/12/2011

SeestablecendisposicionesrelacionadasalaDisciplinaPresupuestaria(Art.3-16)(Art.21-26)(Art.28-32),tambien

para financiamiento (art. 17-20, 27).

LeyNº317 PresupuestoGeneraldelEstado

2013.

11/12/2012

SobrelaDisciplinaPresupuestaria(Art.16)lasasignacionesderecursosdelTGNaentidadesdelSectorPúblicopara

gastocorrientey/oproyectodeinversióndeberánserejecutadasexclusivamenteparaelfinautorizado,lascualesno

podran ser reasignadas a otro tipo de gasto.

Resoluciones Ministeriales N°307 y N°431

05/08/2011 y

10/07/2012

Seincluyendentrodelametodologíapararelacionarplanificaciónconpresupuesto,laprogramacióndelaejecucióna

nivel de programas de manera trimestral, a efecto de no causar inconvenientes con la programación de Caja del TGN.

DecretoSupremoNº1460- Reglamentoala

Ley 317.

10/01/2013

SeestablecendisposicionesreglamentariasconrespectoalaDisciplinaPresupuestaria(art.11),ejecución(art.2-10y

12-14 y 43). 

DecretoSupremoNº1134-ReglamentoalaLey

211.

08/02/2012

SeestablecendisposicionesreglamentariasconrespectoalaDisciplinaPresupuestaria(art.15),ejecución(art.10-12,

16-20).

EJECUCIÓN
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FASE DE LA GESTIÓN 

PRESUPUESTARIA

NORMA

FECHA 

APROBACIÓN

DESCRIPCIÓN

DecretoSupremoNº014ReglamentoalaLey

PGE 2009.

19/02/2009 Seguimiento y evaluación del Sector Productivo (arts.20-28).

ResoluciónBiministerialNº001-AReglamento

deEvaluaciónySeguimientoalasEmpresas

Públicas Nacionales Estratégicas.

08/04/2009

EstablecelaformaoperativaderealizarEvaluaciónySeguimientofísicoyfinancieroalasEmpresasPúblicas

Nacionales Estratégicas, contemplando la presentación de información de forma trimestral.

Ley Nº 31 Marco de Autonomías y

Descentralización.

19/07/2010

Elart.114paragrafoIXnumeral4establecequelasEntidadesTerritorialesAutónomasdebepresentaralasinstancias

delegadasdelÓrganoEjecutivo,lainformacióndeEvaluaciónfísicayfinancierayotrasrelacionadasalagestión

institucional,enlosplazosqueestablezcanlasinstanciasdelNIvel CentraldelEstado.Elcontrolsocialdentrodel

seguimientoalaejecucióndeproyectosyactividades,seráejercidaporpartedelaciudadaníaysusorganizaciones

(arts.142-143).

Resolución Biministerial Nº 017 Directrices

Presupuestarias 2011.

20/08/2010 Establece disposiciones específicas sobre Seguimiento y Evaluación (art.35).

LeyNº211 PresupuestoGeneraldelEstado

2012yLeyNº317delPrespuestoGeneraldel

Estado 2013

23/12/2011 

y 11/12/2012

Se mantiene la vigencia de las disposiciones de la Ley Nº 062, para su implementación en las gestiones 2012 y 2013.

Resoluciones Ministeriales N°307 y N°431.

05/08/2011 y

10/07/2012

ApartirdelametodologíaderelacionPlanificaciónconPresupuesto,seincluyenparámetrosdeseguimientoy

evaluacion, a nivel de productos, como indicadores básicos de los programas presupuestados.

DecretoSupremoNº1460- Reglamentoala

Ley 317.

10/01/2013

Elart.30establecequelasentidadesterritorialesautónomasqueoperenenelSistemaIntegradodeGestióny

ModernizaciónAdministrativa(SIGMA)oenelSistemadeGestiónPública (SIGEP),presentaránsuinformación

presupuestariamensualenlíneaatravésdelossistemascitados,nosiendonecesarialaremisióndearchivos

digitales.

Ley Presupuesto General del Estado 2010

aprobado por fuerza de Ley.

30/12/2009 Establece los plazos para la presentación de Estados Financieros (art.10).

Ley Nº 31 Marco de Autonomías y

Descentralización.

19/07/2010

Elart.114parágrafoIXnumeral3establecequelapresentacióndeEstadosFinancierosdebenpresentarsealas

instancias delegadas del Órgano Ejecutivo, en cumplimiento a las disposiciones legales en vigencia.

ResoluciónMinisterialNº310,Nº560yNº803

Instructivos de Cierre Presupuestario, Contable y 

de Tesoreria gestión 2010.

05/11/2010, 

18/11/2011 y

23/11/2012

Este instructivo establece los procedimientos y plazos correspondientes para el cierre del ejercicio fiscal 2010.

CIERRE 

PRESUPUESTARIO

MONITOREO Y 

EVALUACIÓN
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